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Toluca de Lerdo, Estado de México. Resolución del Pleno del Instituto de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y 
Municipios, correspondiente al dos de mayo de dos mil doce. 

 
Visto el expediente del Recurso de Revisión 00560/INFOEM/IP/RR/2012, 
promovido por XXXX XXXXXXX XXXXXXXX, en lo sucesivo EL  
RECURRENTE, en contra del AYUNTAMIENTO DE ALMOLOYA DE 
ALQUISIRAS, en lo sucesivo EL SUJETO OBLIGADO; y 
 
 R E S U L T A N D O  
 
1. El trece de marzo de dos mil doce, EL RECURENTE presentó a través del 
Sistema de Control de Solicitudes de Información del Estado de México, en lo 
sucesivo EL SICOSIEM, solicitud de acceso a la información pública a EL 
SUJETO OBLIGADO, consistente en: 
 

“…Solicito me entreguen copias de las cuentas públicas del municipio 
correspondientes a los años 2009, 2010 y 2011, o en su caso me señalen la 
página electrónica y la ruta a seguir para obtener dicha información, en el 
entendido de que la misma es información pública de oficio de conformidad al 
artículo 12 fracción XXII de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública del Estado de México y Municipios que dice:…” 

 
Tal solicitud de acceso a la información pública, fue registrada en EL 
SICOSIEM con el número de folio o expediente 00010/ALMOAL/IP/A/2012. 
 
MODALIDAD DE ENTREGA SELECCIONADA: A través de EL SICOSIEM.  
 
2. De la consulta a  EL SICOSIEM se advierte que EL SUJETO OBLIGADO no 
emitió respuesta a la solicitud  de EL RECURRENTE. 
 
3. El doce de abril de dos mil doce, EL RECURRENTE interpuso recurso de 
revisión el cual fue registrado en EL SICOSIEM y se le asignó el número de 
expediente 00560/INFOEM/IP/RR/2012, en el que manifestó coincidentemente 
como acto impugnado y razones o motivos de inconformidad lo siguiente: 

 
“…No me entregaron la información que es pública de oficio...” 
 

4. EL SUJETO OBLIGADO no rindió informe de justificación en relación a 
presente recurso de revisión. 
 
5. El recurso de que se trata se remitió electrónicamente al Instituto de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y 
Municipios, siendo turnado a través de EL SICOSIEM al Comisionado 
ARCADIO A. SANCHEZ HENKEL GOMEZTAGLE a efecto de que formulara y 
presentara el proyecto de resolución correspondiente; y  
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C O N S I D E R A N D O 
 
I. Este Instituto de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado 
de México y Municipios, es competente para conocer y resolver el presente 
recurso en términos de los artículos 5 párrafo décimo quinto, fracción IV de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, 56, 60 fracción 
VII, 75 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 
Estado de México y Municipios (también referida en la presente resolución 
como Ley de la materia), 8 y 10 fracción VII del Reglamento Interior de este 
Órgano Público Autónomo.  
 
Mediante decreto número 198 de veintinueve de octubre de dos mil diez, 
publicado en la misma fecha en el periódico oficial “Gaceta de Gobierno”, la 
Quincuagésima Séptima Legislatura del Estado de México, aprobó el 
nombramiento suscrito por el Gobernador Constitucional de la entidad, por el 
que se designó Comisionado del Instituto de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de México y Municipios, al Licenciado 
ARCADIO A. SÁNCHEZ HENKEL GOMEZTAGLE. 
 
II. Antes de abordar el análisis de las cuestiones de fondo del presente asunto, 
conviene precisar que en el caso concreto se actualiza lo dispuesto en el 
artículo 48 párrafo tercero de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de México y Municipios, que a la letra dice: 
 

“Artículo 48.-… 
 

Cuando el Sujeto Obligado no entregue la respuesta a la solicitud dentro del plazo 
previsto en la Ley, la solicitud se entenderá negada y el solicitante podrá 
interponer el recurso de revisión previsto en este ordenamiento…” 

 
Porción normativa de la que se deduce la ficción legal “negativa ficta”, cuyo fin 
está encaminado a la apertura del presente medio de impugnación en beneficio 
del particular, superando los efectos de la inactividad del sujeto obligado frente 
a una solicitud de acceso a la información pública, dentro de los plazos 
establecidos en la Ley de la materia. 
 
En efecto, la intención del legislador local, inspirado por el principio 
fundamental consagrado en el artículo 6 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, es que ninguna solicitud de información quede sin 
contestar o resolver, aun cuando el sujeto obligado no lo haga expresamente, 
es decir, la resolución tácita está orientada no sólo a acotar las arbitrariedades 
de los sujetos obligados por su abstención de dar puntual acato al invocado 
precepto constitucional, sino a conferir certeza a los gobernados de que su 
solicitud tendrá respuesta, ya sea expresa o tácitamente.  
 
En ese tenor de ideas, es oportuno invocar el contenido del párrafo primero del 
artículo 46 de de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 
Estado de México y Municipios, que a la letra dice: 
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“Artículo 46.- La Unidad de Información deberá entregar la información solicitada 
dentro de los quince días hábiles contados a partir del día siguiente a la 
presentación de la solicitud...”  

 
De lo que se colige que, los sujetos obligados disponen de un plazo de quince 
días hábiles (contados a partir del día siguiente de la presentación de la 
solicitud), para dar contestación a las solicitudes de información pública, por lo 
que transcurrido ese periodo de tiempo sin que se haya notificado respuesta, 
conlleva a la configuración de la resolución “negativa ficta”, que permite 
promover el recurso de revisión en su contra. 
 
En este contexto y como se desprende de la lectura del “ACUSE DE SOLICITUD 

DE INFORMACIÓN  PÚBLICA” registrado en EL SICOSIEM con el número de 
folio o expediente 00010/ALMOAL/IP/A/2012, en el caso concreto EL 
RECURRENTE formuló solicitud de acceso a información pública el ttrreeccee  ddee  

mmaarrzzoo  ddee  ddooss  mmiill  ddooccee; por lo que el plazo de quince días de que disponía EL 
SUJETO OBLIGADO para entregar la información requerida comprendió del 

ccaattoorrccee  ddee  mmaarrzzoo  aall  nnuueevvee  ddee  aabbrriill  ddeell  mmiissmmoo  aaññoo, por haber sido sábados, 
domingos y días considerados inhábiles por el calendario oficial publicado en la 
Gaceta de Gobierno del Estado de México, de veintiuno de diciembre de dos 
mil once, el diecisiete, dieciocho, diecinueve, veinticuatro, veinticinco, treinta y 
uno de marzo, uno, cuatro, cinco, seis, siete y ocho de abril, respectivamente.    
 
Luego entonces, al no haberse demostrado que EL SUJETO OBLIGADO 
atendió la solicitud de EL RECURRENTE dentro del plazo establecido el primer 
párrafo del artículo 46 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública del Estado de México y Municipios, el presente recurso de revisión 
resulta procedente en términos de los ordinales 48 párrafo tercero y 72 del 
ordenamiento legal de mérito, por haberse promovido el ddooccee  ddee  aabbrriill  ddee  ddooss  

mmiill  ddooccee, es decir, tres días hábiles posteriores a la fecha de configuración de 
la resolución “negativa ficta”. 
 
III. Establecido lo anterior y atendiendo a los motivos de inconformidad 
aducidos por EL RECURRENTE; este Cuerpo Colegiado adquiere la 
convicción plena que, en el presente asunto la LITIS se circunscribe a 
determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución negativa ficta configurada 
por la omisión de EL SUJETO OBLIGADO a dar respuesta a la solicitud de 
acceso a la información pública registrada en EL SICOSIEM con el número de 
folio o expediente 00010/ALMOAL/IP/A/2012. 
 
IV. Para dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 75 Bis, fracciones II y 
III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 
México y Municipios, corresponde en el presente considerando examinar los 
motivos de inconformidad sustentados por EL RECURRENTE en su 
promoción de doce de abril de dos mi doce, que literalmente se hicieron 
consistir en que: 
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“…NO SE ENTREGO LA INFORMACIÓN QUE SOLICITO…” 

 
En tal virtud, se hace necesario precisar que conforme al contenido del 
“ACUSE DE SOLICITUD DE INFORMACIÓN  PÚBLICA” registrado con el número 
de folio o expediente 00010/ALMOAL/IP/A/2012, en el caso concreto la 
pretensión de EL RECURRENTE, consiste en obtener de EL SUJETO 
OBLIGADO, ccooppiiaass  ddiiggiittaalleess  ddee  llaass  ccuueennttaass  ppúúbblliiccaass  ccoorrrreessppoonnddiieenntteess  aa  llooss  

eejjeerrcciicciiooss  ffiissccaalleess  ddooss  mmiill  nnuueevvee,,  ddooss  mmiill  ddiieezz  yy  ddooss  mmiill  oonnccee. 

 

Así las cosas, ante la falta de respuesta de EL SUJETO OBLIGADO y en 
ejercicio de la plena jurisdicción que concede a  este Órgano Autónomo el 
párrafo segundo de la fracción IV del artículo 5 de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de México; se procede a determinar, si los datos 
requeridos por EL RECURRENTE tienen el carácter de información pública, y 
en su caso, si es permisible tener acceso a la misma. 
 
En tal virtud, resulta imprescindible invocar el contenido de los artículos 115 
fracción IV, incisos a) al c) de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, 61 fracciones XXXI párrafo primero, XXXII párrafos primero y 
segundo, XXXIII, XXXIV, así como 125 de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de México, que dicen a la letra: 
 

“Artículo 115. Los Estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de 
gobierno republicano, representativo, popular, teniendo como base de su división 
territorial y de su organización política y administrativa el Municipio Libre, conforme 
a las bases siguientes: 

… 

IV. Los municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de los 
rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las contribuciones y 
otros ingresos que las legislaturas establezcan a su favor, y en todo caso: 

a) Percibirán las contribuciones, incluyendo tasas adicionales, que establezcan los 
Estados sobre la propiedad inmobiliaria, de su fraccionamiento, división, 
consolidación, traslación y mejora así como las que tengan por base el cambio de 
valor de los inmuebles. 

Los municipios podrán celebrar convenios con el Estado para que éste se haga 
cargo de algunas de las funciones relacionadas con la administración de esas 
contribuciones. 

b) Las participaciones federales, que serán cubiertas por la Federación a los 
Municipios con arreglo a las bases, montos y plazos que anualmente se 
determinen por las Legislaturas de los Estados. 

c) Los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a su cargo. 

Las leyes federales no limitarán la facultad de los Estados para establecer las 
contribuciones a que se refieren los incisos a) y c), ni concederán exenciones en 
relación con las mismas. Las leyes estatales no establecerán exenciones o 
subsidios en favor de persona o institución alguna respecto de dichas 
contribuciones. Sólo estarán exentos los bienes de dominio público de la 
Federación, de los Estados o los Municipios, salvo que tales bienes sean utilizados 
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por entidades paraestatales o por particulares, bajo cualquier título, para fines 
administrativos o propósitos distintos a los de su objeto público. 

Los ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, propondrán a las legislaturas 
estatales las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, derechos, contribuciones de 
mejoras y las tablas de valores unitarios de suelo y construcciones que sirvan de 
base para el cobro de las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria. 

Las legislaturas de los Estados aprobarán las leyes de ingresos de los municipios, 
revisarán y fiscalizarán sus cuentas públicas. Los presupuestos de egresos serán 
aprobados por los ayuntamientos con base en sus ingresos disponibles, y deberán 
incluir en los mismos, los tabuladores desglosados de las remuneraciones que 
perciban los servidores públicos municipales, sujetándose a lo dispuesto en el 
artículo 127 de esta Constitución. 

Los recursos que integran la hacienda municipal serán ejercidos en forma directa 
por los ayuntamientos, o bien, por quien ellos autoricen, conforme a la ley…” 

“Artículo 61.- Son facultades y obligaciones de la Legislatura: 

… 

XXXI. Expedir anualmente, a más tardar el 15 de diciembre, o hasta el 31 del 
mismo mes, cuando inicie el periodo constitucional el Ejecutivo Federal, la Ley de 
Ingresos de los Municipios, cuya iniciativa será turnada por el Ejecutivo del Estado. 

… 

XXXII. Recibir, revisar y fiscalizar las cuentas públicas del Estado y de los 
Municipios, del año anterior, mismas que incluirán, en su caso, la información 
correspondiente a los Poderes Públicos, organismos autónomos, organismos 
auxiliares, fideicomisos públicos o privados y demás entes públicos que manejen 
recursos del Estado y Municipios. Para tal efecto, contará con un Órgano Superior 
de Fiscalización, dotado de autonomía técnica y de gestión en el ejercicio de sus 
atribuciones y para decidir sobre su organización interna, funcionamiento y 
resoluciones, en los términos que disponga la legislación aplicable. 

La función de fiscalización se desarrollará conforme a los principios de 
posterioridad, anualidad, legalidad, definitividad, imparcialidad y confiabilidad. 

… 

XXXIII. Revisar, por conducto del Órgano Superior de Fiscalización del Estado de 
México, las cuentas y actos relativos a la aplicación de los fondos públicos del 
Estado y de los Municipios, así como fondos públicos federales en los términos 
convenidos con dicho ámbito que incluirán la información correspondiente a los 
Poderes Públicos, organismos autónomos, organismos auxiliares, fideicomisos 
públicos o privados y demás entes públicos que manejen recursos del Estado y 
Municipios; 

XXXIV. Fiscalizar la administración de los ingresos y egresos del Estado y de los 
Municipios, que incluyen a los Poderes Públicos, organismos autónomos, 
organismos auxiliares, fideicomisos públicos o privados y demás entes públicos 
que manejen recursos del Estado y Municipios, a través del Órgano Superior de 
Fiscalización…” 

“Artículo 125.- Los municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se 
formará de los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las 
contribuciones y otros ingresos que la ley establezca, y en todo caso: 

I. Percibirán las contribuciones, incluyendo tasas adicionales sobre la propiedad 
inmobiliaria, de su fraccionamiento, división, consolidación, traslación y mejora, así 
como las que tengan como base el cambio del valor de los inmuebles. 
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Los municipios podrán celebrar convenios con el Estado, para que éste se haga 
cargo de algunas de las funciones relacionadas con la administración de esas 
contribuciones; 

II. Las participaciones federales que serán cubiertas por la Federación a los 
municipios, con arreglo a las bases, montos y plazos que anualmente determine la 
Legislatura; 

III. Los ingresos derivados de la prestación de los servicios públicos a su cargo. 

Las leyes del Estado no podrán establecer exenciones o subsidios en favor de 
persona o institución alguna, respecto de las contribuciones anteriormente citadas. 
Sólo estarán exentos los bienes de dominio público de la Federación, del Estado y 
los municipios. Los bienes públicos que sean utilizados por organismos auxiliares, 
fideicomisos públicos o por particulares bajo cualquier título, para fines 
administrativos o propósitos distintos a los de su objeto público, causarán las 
mencionadas contribuciones. 

Los ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, propondrán a la Legislatura, 
las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y 
las tablas de valores unitarios de suelo y construcciones que sirvan de base para 
el cobro de las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria, en los términos que 
señalen las leyes de la materia. 

Los Ayuntamientos celebrarán sesiones extraordinarias de cabildo cuando la Ley 
de Ingresos aprobada por la Legislatura, implique adecuaciones a su Presupuesto 
de Egresos. Estas sesiones nunca excederán al 15 de febrero y tendrán como 
único objeto, concordar el Presupuesto de Egresos con la citada Ley de Ingresos. 
Al concluir las sesiones en las que se apruebe el Presupuesto de Egresos 
Municipal en forma definitiva, se dispondrá, por el Presidente Municipal, su 
promulgación y publicación, teniendo la obligación de enviar la ratificación, o 
modificaciones en su caso, de dicho Presupuesto de Egresos, al Órgano Superior 
de Fiscalización, a más tardar el día 25 de febrero de cada año. 

El Presupuesto deberá incluir los tabuladores desglosados de las remuneraciones 
que perciban los servidores públicos municipales, sujetándose a lo dispuesto en el 
artículo 147 de esta Constitución. 

Los recursos que integran la hacienda municipal serán ejercidos en forma directa 
por los ayuntamientos, o por quien ellos autoricen, conforme a la ley.” 

 

Planos abstractos que ponen en evidencia, que aun cuando el principio de libre 
administración de la hacienda municipal tiene por objeto fortalecer la autonomía 
y autosuficiencia económica de los Ayuntamientos, lo que implica libre 
disposición y aplicación de sus recursos con el fin de satisfacer sus 
necesidades sin estar afectados por intereses ajenos que los obliguen a 
ejercerlos en rubros no prioritarios o distintos de sus necesidades reales; es 
igualmente innegable que, el ejercicio de esa facultad debe ajustarse a un 
control presupuestario previamente establecido. 
 
En efecto, al tenor de lo señalado en los artículos 126 y 134 de la Constitución 
General de la República, el presupuesto se encuentra restringido a ciertos 
requisitos formales (aprobado por un órgano competente mediante un 
procedimiento previamente establecido), y materiales (monto, objetivo y 
destino), para que en su ejercicio se salvaguarden los siguientes principios: 
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 LLeeggaalliiddaadd. La sujeción de las autoridades para el ejercicio del gasto público 
a un modelo normativo previamente establecido del cual no puede 
apartarse; 

 
 HHoonnrraaddeezz. El ejercicio del gasto público no debe llevarse a cabo de manera 

abusiva, ni para un destino diverso al programado; 
 
 EEffiicciieenncciiaa. Las autoridades deben disponer de los medios que estimen 

convenientes para que el ejercicio del gasto público logre el fin para el cual 
se programó y destinó; 

 
 EEffiiccaacciiaa. Implica que se cuenta con la capacidad suficiente en el ejercicio 

del gasto público para lograr las metas estimadas; 
 
 EEccoonnoommííaa. El gasto público debe ejercerse de forma recta y prudente, lo 

que implica que los servidores públicos deben siempre buscar las mejores 
condiciones de contratación para el Estado; y 

 
 TTrraannssppaarreenncciiaa. Debe privilegiarse el conocimiento público de su ejercicio. 

 

También se deduce de las disposiciones constitucionales transcritas, que como 
mecanismo de control presupuestario se prevé la revisión de la cuenta pública 
como un auténtico acto político, en tanto que el escrutinio lo lleva a cabo por el 
Poder Legislativo a través de un decreto, que si bien no reúne las 
características materiales de una ley (no crea situaciones jurídicas generales, 
impersonales y permanentes); conforma la expresión constitucional que 
garantiza la eficiencia, eficacia y economía en la erogación de los recursos 
públicos.  
 
Al respecto los artículos 352, 353 párrafo primero del Código Financiero del 
Estado de México y Municipios, 2 fracción VIII, 32 párrafo segundo, 35 
fracciones I a la VIII, 36, 37, 38, 39, 40, 43, 50 y 51 fracciones I a la VIII de la 
Ley de Fiscalización Superior del Estado de México, señalan lo siguiente: 
 

“Artículo 352.- La cuenta pública se constituye por la información económica, 
contable, presupuestal, programática, cualitativa y cuantitativa que muestre los 
resultados de la ejecución de la Ley de Ingresos y del presupuesto de egresos. 

La Secretaría y la Tesorería, proporcionarán la información complementaria 
requerida por el Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México para el 
análisis y evaluación de la cuenta pública. 

El formato de entrega de las Cuentas Públicas del Estado y de los Municipios, 
deberá ser congruente, contener el mismo nivel de desglose y mantener la debida 
correlación con respecto a los formatos del Presupuesto de Egresos del Estado y 
de los Presupuestos de los Municipios respectivamente, para lograr una mejor 
claridad, comprensión y transparencia en la revisión y fiscalización por parte del 
Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México.” 

“Artículo 353.- Con base en los estados contables y presupuestales, se formulará 
la cuenta pública, para su presentación a la Legislatura…” 

“Artículo 2.- Para los efectos de la presente Ley, se entenderá por: 

… 
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VIII. Cuenta Pública: Los informes que rinden anualmente a la Legislatura, el 
Gobernador y los Presidentes Municipales, respecto de los resultados y la 
situación financiera del ejercicio fiscal inmediato anterior…” 

“Artículo 32.-… 

Los Presidentes Municipales presentarán a la Legislatura las cuentas públicas 
anuales de sus respectivos municipios, del ejercicio fiscal inmediato anterior, 
dentro de los quince primeros días del mes de marzo de cada año; asimismo, los 
informes mensuales los deberán presentar dentro de los veinte días posteriores al 
término del mes correspondiente.” 

Artículo 35.- La revisión y fiscalización de las cuentas públicas tiene por objeto 
determinar: 

I. Si los programas y su ejecución se ajustaron a los términos y montos aprobados; 

II. Si las cantidades correspondientes a los ingresos o a los egresos, se ajustan o 
corresponden a los conceptos y a las partidas respectivas; 

III. El cumplimiento de los programas autorizados; 

IV. Si los recursos provenientes del financiamiento se obtuvieron en los términos 
autorizados y se aplicaron con la periodicidad y forma establecidas por la Ley y 
demás disposiciones aplicables, y si se cumplieron los compromisos adquiridos en 
los actos respectivos; 

V. La gestión financiera de las entidades fiscalizables, en sus programas y 
procesos concluidos;  

VI. Si la gestión financiera cumple con las leyes, decretos, reglamentos y demás 
disposiciones aplicables en materia de sistemas de registro y contabilidad 
gubernamental; contratación de servicios, obra pública, adquisiciones, 
arrendamientos, conservación, uso, destino, afectación, enajenación y baja de 
bienes muebles e inmuebles, almacenes y demás activos y recursos materiales; 

VII. Si se ajustan a la Ley la recaudación, administración, manejo y aplicación de 
recursos estatales y municipales, y los federales en términos de los convenios 
respectivos; los actos, contratos, convenios, concesiones u operaciones que las 
entidades fiscalizables celebraron o realizaron; y 

VIII. Las conductas que den lugar al fincamiento de responsabilidades 
administrativas y, en su caso, a la imposición de sanciones.” 

“Artículo 36.- Las cuentas públicas serán remitidas a la Legislatura y presentadas 
al Órgano Superior por conducto de la Comisión, para su revisión y fiscalización 
superior en la forma y plazos establecidos por la Ley.” 

“Artículo 37.- Respecto de los informes trimestrales, el Órgano Superior auditará 
los conceptos reportados en ellos como procesos concluidos. Al efecto, el Órgano 
Superior realizará observaciones, disponiendo las entidades fiscalizables de hasta 
cuarenta y cinco días hábiles para formular los comentarios que procedan. 

Si transcurrido el plazo que como límite señala el párrafo precedente, la entidad 
fiscalizable, sin causa justificada, no presenta los comentarios respectivos el 
Auditor Superior impondrá la medida de apremio que estime conveniente.” 

“Artículo 38.- Las observaciones a que se refiere el artículo anterior, deberán 
notificarse a las entidades fiscalizables dentro de los cinco días hábiles siguientes 
al en que haya concluido la revisión de que se trate, con el propósito de que sus 
comentarios se integren al informe de resultados de la revisión de la cuenta 
pública correspondiente.” 

“Artículo 39.- El Órgano Superior, en ejercicio de sus atribuciones de fiscalización, 
podrá realizar visitas y auditorías en relación con el ejercicio fiscal sujeto a 
revisión, respecto de los procesos concluidos.” 
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“Artículo 40.- Revisado por la Legislatura el Informe de Resultados a que se 
refiere el artículo 50 del presente ordenamiento y previa etapa de aclaración se 
deberán fincar por conducto del Órgano Superior de Fiscalización, las 
responsabilidades resarcitorias en que hubieren incurrido los servidores públicos 
de las entidades fiscalizables. Asimismo, a través del propio Órgano Superior, se 
promoverá, en términos de la legislación aplicable, la imposición de otras 
responsabilidades y sanciones que resulten procedentes, ante las autoridades 
competentes.” 

“Artículo 43.- Las auditorías, visitas e inspecciones que se efectúen en los 
términos de este título, se practicarán por el personal expresamente comisionado 
por el Órgano Superior, que estará formado por servidores públicos adscritos al 
Órgano o por profesionistas independientes y auditores externos.” 

 “Artículo 50.- El Órgano Superior tendrá un plazo improrrogable que vence el 30 
de septiembre del año en que se entreguen las cuentas públicas, para realizar su 
examen y rendir a la Legislatura, por conducto de la Comisión, el correspondiente 
Informe de Resultados, mismo que tendrá carácter público; mientras ello no 
suceda, el Órgano Superior deberá guardar reserva de sus actuaciones e 
informaciones.” 

“Artículo 51.- El informe a que se refiere el artículo anterior, deberá contener 
como mínimo lo siguiente: 

I. El resultado de la revisión de la respectiva cuenta pública; 

II. El apartado correspondiente a la fiscalización y verificación del cumplimiento de 
los programas, respecto de la consecución de sus objetivos y metas, así como de 
la satisfacción de las necesidades correspondientes; 

III. Los resultados de la gestión financiera; 

IV. La comprobación de que las entidades fiscalizadas, se ajustaron a lo dispuesto 
en las respectivas leyes de ingresos, presupuestos de egresos y en las demás 
normas aplicables en la materia; 

V. En su caso, el análisis de las desviaciones presupuestales; 

VI. Los comentarios de los auditados; 

VII. Las irregularidades que se detecten en el uso y manejo de los recursos; y 

VIII. Las observaciones y recomendaciones que se deriven de la revisión. 

Para el caso de las revisiones especiales que puedan realizarse de manera 
contemporánea a la ejecución de actos de gobierno y la aplicación de fondos 
públicos federales, estatales o municipales de conformidad con el Artículo 5 y 8 en 
sus fracciones I y II de esta Ley, el Órgano Superior de Fiscalización del Estado de 
México, deberá informar a la Comisión de la Legislatura en un plazo no mayor a 
quince días hábiles posteriores a que concluya la revisión, sobre los resultados 
obtenidos de la misma. 

El informe de resultados deberá elaborarse considerando los principios de 
contabilidad gubernamental y las disposiciones legales aplicables.” 

 
De donde se desprenden las siguientes circunstancias: 
 

1. Que la cuenta pública consiste en el informe anual que el Gobernador y los 

PPrreessiiddeenntteess  MMuunniicciippaalleess presentan a la Legislatura por conducto del 
Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México, respecto de los 
resultados y la situación financiera del ejercicio fiscal inmediato anterior; 
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2. Que la cuenta pública se constituye con la información económica, 
contable, presupuestal, programática, cualitativa y cuantitativa, que 
muestre los resultados de la ejecución de la Ley de Ingresos, así como el 
correspondiente Presupuesto de Egresos; 
 

3. Que es deber de los Presidentes Municipales en sus respectivas 
jurisdicciones, presentar a la Legislatura a través del Órgano Superior de 
Fiscalización del Estado de México, las cuentas públicas anuales 
correspondientes al ejercicio fiscal inmediato anterior, ddeennttrroo  ddee  llooss  qquuiinnccee  

pprriimmeerrooss  ddííaass  ddeell  mmeess  ddee  mmaarrzzoo  ddee  ccaaddaa  aaññoo; 
 

4. Que la cuenta pública presentada, se encuentra sujeta a un procedimiento 
de revisión por parte del Órgano Superior de Fiscalización del Estado de 
México, en el que es permisible ordenar la práctica de visitas, auditorias e 
inspecciones de los conceptos reportados, la elaboración y notificación de 
pliegos de observaciones, y en su caso, la recepción y análisis de los 
comentarios formulados a ese respecto por la entidad fiscalizada; 
 

5. Que agotado el procedimiento de revisión respectivo, el Órgano Superior 
de Fiscalización del Estado de México, dispone de un plazo improrrogable 
que vence el  ttrreeiinnttaa  ddee  sseeppttiieemmbbrree  ddeell  aaññoo  eenn  qquuee  ssee  eennttrreegguueenn  llaass  

ccuueennttaass  ppúúbblliiccaass, para realizar su examen y rendir a la Legislatura por 
conducto de la Comisión, el correspondiente informe de resultados; y 
 

6. Que el informe de resultados tiene carácter público, hhaassttaa  eenn  ttaannttoo  hhaayyaa  

ssiiddoo  aapprroobbaaddoo  ppoorr  llaa  LLeeggiissllaattuurraa, por lo que el Órgano Superior de 
Fiscalización ddeebbee  gguuaarrddaarr  rreesseerrvvaa  ddee  ssuuss  aaccttuuaacciioonneess  ee  

iinnffoorrmmaacciioonneess. 

 
En otro orden de ideas debe decirse, que atingente a la cuenta pública 
disponen los artículos 6 párrafo segundo fracción V de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, 5 párrafo décimo quinto fracción V de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, y 12 fracción 
XXIII de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado 
de México y Municipios, lo siguiente: 
 

“Artículo 6.-… 

Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación, los 
Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, se 
regirán por los siguientes principios y bases: 

… 

V. Los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en archivos 
administrativos actualizados y publicarán a través de los medios electrónicos 
disponibles, la información completa y actualizada sobre sus indicadores de 
gestión y el ejercicio de los recursos públicos…” 

“Artículo 5.-… 

… 

El ejercicio del derecho de acceso a la información pública, en el Estado de 
México se regirá por los siguientes principios y bases: 
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… 

V. Los sujetos obligados por la ley reglamentaria deberán cumplir con los 
requisitos generales en materia de archivos, en términos de las leyes respectivas y 
deberán cumplir con la publicación, a través de medios electrónicos, de la 
información pública de oficio en términos de la ley reglamentaria y de los criterios 
emitidos por el órgano garante…” 

“Artículo 12.- Los Sujetos Obligados deberán tener disponible en medio impreso o 
electrónico, de manera permanente y actualizada, de forma sencilla, precisa y 
entendible para los particulares, la información siguiente: 

… 

XXIII. Las cuentas públicas, estatal y municipales…” 

 
Luego entonces, la recta interpretación de las disposiciones legales transcritas 
debe conducir a la conclusión que, no obstante que las cuentas públicas tienen 
la calidad de “información pública de oficio”, lo que impone el deber a los 
sujetos obligados de tenerlas disponibles en medio electrónico de manera 
permanente y actualizada; ello se refiere exclusivamente a aquéllas que fueron 
sujetas al procedimiento de revisión prescrito en el Título Cuarto (“DE LAS 

CUENTAS PÚBLICAS, SU REVISIÓN Y FISCALIZACIÓN”), Capítulos Primero, 
Segundo, Tercero y Cuarto de la Ley de Fiscalización Superior del Estado de 
México, y rreessppeeccttoo  ddee  llaass  ccuuaalleess  ssee  hhaayyaa  ffoorrmmuullaaddoo  eell  iinnffoorrmmee  ddeell  ÓÓrrggaannoo  

SSuuppeerriioorr  ddee  FFiissccaalliizzaacciióónn, como establece el artículo 341 del Código Financiero 
del Estado de México y Municipios, cuyo contenido literal se transcribe a 
continuación: 
 

“Artículo 341.- Se entenderá por cuenta pública el informe que rinda anualmente 
el Gobernador a la Legislatura, respecto de los resultados y la situación financiera 
del ejercicio fiscal inmediato anterior, y tratándose de los Municipios el informe que 
rinda el presidente municipal. Dichos documentos contarán de la máxima 
publicidad y será información pública de oficio que deberá difundirse en la página 
electrónica oficial del Gobierno del Estado y de los Municipios, respectivamente, 
una vez que se haya emitido el informe del Órgano Superior de Fiscalización del 
Estado de México.” 

 
(LO SUBRAYADO ES POR ESTE ÓRGANO GARANTE) 

 
En este contexto es posible concluir, que a la fecha de emisión de esta 
determinación jurisdiccional, EL SUJEO OBLIGADO generó en ejercicio de las 
funciones públicas que tiene encomendadas, las cuentas públicas 
correspondientes a los ejercicios fiscales dos mil nueve, dos mil diez y dos mil 
once; sin embargo, ssoolloo  ttiieennee  eell  ddeebbeerr  ddee  tteenneerr  ddiissppoonniibbllee  eenn  mmeeddiioo  

iimmpprreessoo  oo  eelleeccttrróónniiccoo,,  ddee  ffoorrmmaa  sseenncciillllaa,,  pprreecciissaa  yy  eenntteennddiibbllee,,  llaass  

rreellaacciioonnaaddaass  aall  ddooss  mmiill  nnuueevvee  yy  ddooss  mmiill  ddiieezz, ya que por obligación impuesta 
en el artículo 50 de la Ley de Fiscalización Superior del Estado de México, el 
Órgano Superior de Fiscalización, tuvo un plazo improrrogable con vencimiento 
al treinta de septiembre de dos mil diez y treinta de septiembre de dos mil once, 
respectivamente, para rendir a la Legislatura los informes de resultados de los 
procedimientos de revisión respectivos, fechas a partir de las cuales 
adquirieron el carácter de información pública de oficio tales datos. 
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Esto es, no obstante que al tenor de lo indicado en los numerales 32 párrafo 
segundo de la Ley de Fiscalización Superior del Estado de México, existe la 
presunción fundada de que la cuenta pública correspondiente al ejercicio fiscal 
dos mil once, fue generada por EL SUJETO OBLIGADO por tener el deber de 
presentarla ante el Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México, a 
más tardar el quince de marzo de dos mil doce; no existe posibilidad jurídica de 
ordenar su entrega, pues acorde a las razones expuestas en párrafos 
precedentes, en la especie se actualiza una hipótesis de restricción del derecho 
de acceso a la información. 
 
En efecto, conforme a la interpretación teleológica del párrafo segundo, 
fracciones I y II del artículo 6 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, como la mayoría de los derechos fundamentales, el de acceso a la 
información pública no es absoluto, sino que se encuentra sometido a un 
régimen reducido de excepciones para el caso de que su ejercicio amenace 
valores o bienes jurídicos igualmente protegidos por el derecho, como son 
causas de interés público o protección a la vida privada y a los datos 
personales. 
  
Estas excepciones son las que dan origen a la figura jurídica “clasificación de 
información”, en cuanto a que es regla universal que las autoridades no están 
autorizadas a mantener secretos en relación a las actividades que desarrollan 
en ejercicio de funciones de derecho público, salvo que el ocultamiento 
garantice el irrestricto respeto a los bienes jurídicos de mérito, debiéndose para 
el caso, restringir el derecho de acceso a la información. 
 
Sobre el tema disponen los artículos 2 fracción VI, 19, 21 fracciones I a la III, 28 
y 30 fracción III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
del Estado de México y Municipios: 
 

“Artículo 2.- Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 

… 

VI. Información Clasificada: Aquella considerada por la presente Ley como 
reservada o confidencial…” 

“Artículo 19.- El derecho de acceso a la información pública sólo será restringido 
cuando se trate de información clasificada como reservada o confidencial.” 

“Artículo 21.- El acuerdo que clasifique la información como reservada deberá 
contener los siguientes elementos: 

I. Un razonamiento lógico que demuestre que la información encuadra en alguna 
de las hipótesis de excepción previstas en la Ley; 

II. Que la liberación de la información de referencia pueda amenazar 
efectivamente el interés protegido por la Ley. 

III. La existencia de elementos objetivos que permitan determinar si la difusión de 
la información causaría un daño presente, probable y específico a los intereses 
jurídicos tutelados en los supuestos de excepción previstos en la Ley.” 
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 “Artículo 28.- El acuerdo que clasifique la información como confidencial deberá 
contener un razonamiento lógico en el que demuestre que la información se 
encuentra en alguna o algunas de las hipótesis previstas en la presente Ley.” 

“Artículo 30.- Los Comités de Información tendrán las siguientes funciones: 

… 

III. Aprobar, modificar o revocar la clasificación de la información…” 
 
De ahí que, para que se considere legal la restricción al derecho de acceso a la 
información pública, es estrictamente necesario que se demuestre la existencia 
del acuerdo escrito de clasificación emitido por el Comité de Información del  
sujeto obligado que corresponda (única autoridad competente para ello), en el 
que se establezca si los datos requeridos constituyen información clasificada, 
se precisen las disposiciones jurídicas aplicables (artículo, párrafo, fracción, 
inciso y/o sub inciso), las circunstancias especiales, razones particulares o 
causas inmediatas que acrediten plenamente la existencia del bien jurídico 
protegido y la forma en que el mismo se vería amenazado con la difusión de la 
información; el periodo de reserva; así como los elementos objetivos que 
permitan determinar si la difusión de la información causaría un daño presente, 
probable y específico a los intereses jurídicos tutelados (ejercicio de 
armonización). 
 
Ante tales parámetros es que deviene ilegal la determinación tácita adoptada 
por EL SUJETO OBLIGADO, pues frente a la solicitud de EL RECURRENTE 
tenía el deber injustificable de entregar copias digitales de las cuentas públicas 
correspondientes a los ejercicios fiscales dos mil nueve y dos mil diez, o en su 
caso, hacerle saber por escrito la dirección electrónica donde pueden ser 
consultadas y la forma para reproducirlas o adquirirlas; y por cuando hace a la 
cuenta pública del ejercicio dos mil once, determinar a través del Comité de 
Información, que la misma constituye información reservada, en tanto que el 
numeral 341 del Código Financiero del Estado de México y Municipios, 
dispone expresamente que dicho documento es público uunnaa  vveezz  qquuee  ssee  hhaayyaa  

eemmiittiiddoo  eell  iinnffoorrmmee  ddeell  ÓÓrrggaannoo  SSuuppeerriioorr  ddee  FFiissccaalliizzaacciióónn  ddeell  EEssttaaddoo  ddee  MMééxxiiccoo, 
es decir, a más tardar el treinta de septiembre del presente año, para lo cual 
debió ajustarse al procedimiento prescrito en los artículos CUARENTA Y SEIS 
y CUARENTA Y SIETE de los “LINEAMIENTOS PARA LA RECEPCIÓN, TRÁMITE Y 

RESOLUCIÓN DE LAS SOLICITUDES DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA, 
ACCESO, MODIFICACIÓN, SUSTITUCIÓN, RECTIFICACIÓN O SUPRESIÓN PARCIAL O 
TOTAL DE DATOS PERSONALES, ASÍ COMO DE LOS RECURSOS DE REVISIÓN QUE 
DEBERÁN OBSERVAR LOS SUJETOS OBLIGADOS POR LA LEY DE TRANSPARENCIA 

Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS”, 
que a la letra disponen: 

 
“CUARENTA Y SEIS. En el supuesto de que la información estuviera clasificada, 
el responsable de la Unidad de Información deberá turnar la solicitud al Comité de 
Información para su análisis y resolución.” 
 

“CUARENTA Y SIETE. La resolución que emita el Comité de Información para la 
confirmación de la clasificación de información como reservada, deberá precisar: 
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a). Lugar y fecha de la resolución;  

b). El nombre del solicitante; 

c). La información solicitada;  

d). El razonamiento lógico que se demuestre que la información se encuentra en 
alguna o algunas de las hipótesis previstas en la ley, debiéndose invocar el 
artículo, fracción y supuesto que se actualiza; 

e). El periodo por el cual se encuentra clasificada la información solicitada; 

f). Los elementos objetivos que permitan determinar si la difusión de la información 
causaría un daño presente, probable y específico a los intereses jurídicos 
tutelados en los supuestos de excepción previstos en el artículo 20 de la Ley; 

g). El número del acuerdo emitido por el Comité de Información mediante el cual 
se clasificó la información; 

h) El informe del solicitante de que tiene el derecho a interponer el recurso de 
revisión respectivo, en el término de 15 días hábiles contados a partir del día 
siguiente de que haya surtido sus efectos la notificación de dicho acuerdo; 

i).Los nombres y firmas autógrafas de los integrantes del Comité de Información.” 

 
Lo que en la especie no aconteció, pues como ya se dijo EL SUJETO 
OBLIGADO adoptó una actitud pasiva frente a la solicitud de EL 
RECURRENTE, hasta configurar la resolución negativa ficta controvertida en 
este medio de defensa. 
 
Por tales razones es que se consideran fundadas las razones de 
inconformidad aducidas por EL RECURRENTE, en tanto que fue ilegal que EL 
SUJETO OBLIGADO respondiera tácitamente en sentido negativo, la solicitud 
de acceso a la información pública registrada en EL SICOSIEM con el número 
de folio o expediente 00010/ALMOAL/IP/A/2012. 
 
V. Con fundamento en los artículos 60 fracción XXIV, 75 bis fracción III, 76 y 78 
de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 
México y Municipios, se ordena a EL SUJETO OBLIGADO, a que dentro del 
plazo de quince días hábiles contados a partir del día siguiente en que se le 
notifique la presente resolución: 
 

1. Entregue a EL RECURRENTE a través de EL SICOSIEM, copias digitales 
de las cuentas públicas correspondientes a los ejercicios fiscales dos mil 
nueve y dos mil diez; 
 

2. Conforme al artículo 35 fracción VIII de la Ley de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública del Estado de México y Municipios, a través de la 
Unidad de Información, presente al Comité de Información el proyecto de 
clasificación de la información relativa a la cuenta pública del ejercicio 
fiscal dos mil once; 
 

3. El Comité de Información emita la resolución que corresponda, cumpliendo 
estrictamente las formalidades exigidas en los artículos 21 fracciones I a la 
III y 22 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 
Estado de México y Municipios, así como CUARENTA Y SIETE incisos a) 
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al i) de los “LINEAMIENTOS PARA LA RECEPCIÓN, TRÁMITE Y RESOLUCIÓN DE 

LAS SOLICITUDES DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA, ACCESO, 
MODIFICACIÓN, SUSTITUCIÓN, RECTIFICACIÓN O SUPRESIÓN PARCIAL O TOTAL 
DE DATOS PERSONALES, ASÍ COMO DE LOS RECURSOS DE REVISIÓN QUE 
DEBERÁN OBSERVAR LOS SUJETOS OBLIGADOS POR LA LEY DE 
TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE 

MÉXICO Y MUNICIPIOS”; y 
 

4. Notifique a través de EL SICOSIEM a EL RECURRENTE, la resolución de 
clasificación de información respectiva. 

 
VI. Tomando en cuenta que como ya se estableció, las cuentas públicas 
correspondientes a los ejercicios fiscales dos mil nueve y dos mil diez, tienen 
el carácter de información pública de oficio; personal de actuaciones adscrito al 
Comisionado Ponente, procedió a consultar la página web de EL SUJETO 
OBLIGADO, sito en la dirección electrónica 

hhttttpp::////wwwwww..aallmmoollooyyaaddeeaallqquuiissiirraass..ggoobb..mmxx//, donde únicamente se tuvo a la vista la 
siguiente imagen: 
 

 
 
 
Razón por la cual, el Comisionado Ponente considera pertinente pronunciarse 
respecto de la interpretación del artículo 41 Base III, Apartado C, párrafo 
segundo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que en 
los mismos términos se reproduce en el numeral 12 párrafo décimo quinto de 
la  Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; toda vez que 

eess  ffaaccuullttaadd  eexxcclluussiivvaa  ddee  eessttee  IInnssttiittuuttoo  ddee  TTrraannssppaarreenncciiaa  yy  AAcccceessoo  aa  llaa  

IInnffoorrmmaacciióónn  PPúúbblliiccaa  ddeell  EEssttaaddoo  ddee  MMééxxiiccoo  yy  MMuunniicciippiiooss, garantizar el ejercicio 

http://www.almoloyadealquisiras.gob.mx/
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del derecho de acceso a la información pública y la protección de datos 
personales en posesión de los sujetos obligados, así como eessttaabblleecceerr  

lliinneeaammiieennttooss  yy  ccrriitteerriiooss  ddee  ccaarráácctteerr  oobblliiggaattoorriioo  eenn  llaa  mmaatteerriiaa, conforme a lo 
dispuesto en los artículos 5 párrafo décimo quinto, fracción IV de la 
Constitución Local, 1 fracción V, inciso a), 60 fracciones I, II y III de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y 
Municipios, así como 10 fracciones I y II del Reglamento Interior de este 
Órgano Público Autónomo, que a la letra dicen: 

 

“Artículo 5.-… 

… 

El ejercicio del derecho de acceso a la información pública, en el Estado de 
México se regirá por los siguientes principios y bases: 

… 

IV…. 

La Legislatura del Estado establecerá un órgano autónomo que garantice el 
acceso a la información pública y proteja los datos personales que obren en los 
archivos de los poderes públicos y órganos autónomos, el cual tendrá las 
facultades que establezca la ley reglamentaria y será competente para conocer de 
los recursos de revisión interpuestos por violaciones al derecho de acceso a la 
información pública. Las resoluciones del órgano autónomo aquí previsto serán de 
plena jurisdicción…” 

“Artículo 1.- La presente Ley es reglamentaria de los párrafos décimo y décimo 
primero y décimo segundo del artículo 5 de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de México, y tiene por objeto, transparentar el ejercicio de la 
función pública, tutelar y garantizar a toda persona, el ejercicio del derecho de 
acceso a la información pública, a sus datos personales, así como a la corrección 
y supresión de éstos y proteger los datos personales que se encuentren en 
posesión de los sujetos obligados, y tiene como objetivos: 

… 

V. Garantizar a través de un órgano autónomo: 

A) El acceso a la información pública…” 

“Artículo 60.- El Instituto tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Interpretar en el orden administrativo la presente Ley; 

II. Vigilar en el ámbito de su competencia el cumplimiento de la presente Ley; 

III. Establecer lineamientos y criterios de carácter obligatorio en materia de acceso 
a la información pública, a datos personales, corrección o supresión de éstos para 
todos los Sujetos Obligados de la Ley, y vigilar su cumplimiento…” 

“Artículo 10. Además de las atribuciones que le señala la Constitución, el artículo 
60 de la Ley, este Reglamento, así como las demás leyes, reglamentos y 
disposiciones legales que le resulten aplicables, corresponde al Pleno: 

I. Tutelar y garantizar a toda persona el ejercicio del derecho de acceso a la 
información pública, así como el ejercicio de los derechos para la protección de los 
datos personales que se encuentren en posesión de los Sujetos Obligados; 

II. Facilitar el acceso de los particulares a la información pública y a los derechos 
para la protección de sus datos personales, mediante procedimientos sencillos y 
expeditos, de manera oportuna y gratuita…” 
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Para tal efecto, en el presente apartado se analizara la naturaleza jurídica del 
derecho de acceso a la información pública y su relación sinergia con la 
prohibición impuesta en los artículos 41 Base III, Apartado C, párrafo segundo 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 12 párrafo 
décimo quinto de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
México, que a la letra disponen: 
 

“Artículo 41.-… 

…  

III. Los partidos políticos nacionales tendrán derecho al uso de manera 
permanente de los medios de comunicación social. 

… 

Apartado C… Durante el tiempo que comprendan las campañas electorales 
federales y locales y hasta la conclusión de la respectiva jornada comicial, deberá 
suspenderse la difusión en los medios de comunicación social de toda propaganda 
gubernamental, tanto de los poderes federales y estatales, como de los 
municipios, órganos de gobierno del Distrito Federal, sus delegaciones y cualquier 
otro ente público. Las únicas excepciones a lo anterior serán las campañas de 
información de las autoridades electorales, las relativas a servicios educativos y de 
salud, o las necesarias para la protección civil en casos de emergencia...” 

“Artículo 12.-…  

… 

Desde el inicio de las campañas electorales y hasta la conclusión de la respectiva 
jornada electoral, deberá suspenderse la difusión en los medios de comunicación 
social toda propaganda gubernamental, tanto de las autoridades estatales, como 
municipales y cualquier otro ente público. Las únicas excepciones a lo anterior 
serán las campañas de información de las autoridades electorales, las relativas a 
servicios educativos y de salud o las necesarias para la protección civil en caso de 
emergencia…” 

 

AAttiinneennttee  llaa  nnaattuurraalleezzaa  jjuurrííddiiccaa  ddeell  ddeerreecchhoo  ddee  aacccceessoo  aa  llaa  iinnffoorrmmaacciióónn  

ppúúbblliiccaa, conviene invocar el contenido de la resolución correspondiente a la 
sesión de veinticuatro de enero de dos mil ocho, con la que el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió la Controversia Constitucional 
61/2005, que sirvió de antecedente para la aprobación de la Jurisprudencia 
P./J.54/2008, de rubro “ACCESO A LA INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO 

GARANTÍAS INDIVIDUAL Y SOCIAL.” (Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Novena Época, Tomo XXVII, Junio de 2008, página 743), que en 
la parte conducente a la letra dice: 

 

“…Por principio, debe destacarse que a diferencia de lo que sucede con los 
derechos tangibles, como la propiedad mueble e inmueble o la posesión, cuya 
protección se remonta incluso, al derecho romano, los derechos inmateriales o 
intangibles ajenos a la esfera de los derechos personalísimos (es decir, diversos 
al derecho al nombre o los derivados del derecho de familia y del estado civil) 
tienen un reconocimiento por demás tardío y considerablemente reciente que no 
va más allá de las últimas décadas del siglo pasado. 
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Dentro de estos derechos intangibles no relacionados con los derechos 
personalísimos, podemos incluir, por ejemplo, a la propiedad intelectual (derecho 
de autor), a la propiedad industrial (patentes y marcas) y, desde luego, al derecho 
a la información previsto en el artículo 6o. constitucional: 

"Artículo 6o. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna 
inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, 
los derechos de tercero, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el 
derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El 
derecho a la información será garantizado por el Estado. 

(Adicionado, D.O.F. 20 de julio de 2007) 

"Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación, los 
Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
se regirán por los siguientes principios y bases: 

"I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y 
organismo federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada 
temporalmente por razones de interés público en los términos que fijen las 
leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de 
máxima publicidad. 

"II. La información que se refiere a la vida privada y los datos personales 
será protegida en los términos y con las excepciones que fijen las leyes. 

"III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su 
utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos 
personales o a la rectificación de éstos. 

"IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y 
procedimientos de revisión expeditos. Estos procedimientos se sustanciarán 
ante órganos u organismos especializados e imparciales, y con autonomía 
operativa, de gestión y de decisión. 

"V. Los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en archivos 
administrativos actualizados y publicarán a través de los medios electrónicos 
disponibles, la información completa y actualizada sobre sus indicadores de 
gestión y el ejercicio de los recursos públicos. 

"VI. Las leyes determinarán la manera en que los sujetos obligados deberán 
hacer pública la información relativa a los recursos públicos que entreguen a 
personas físicas o morales. 

"VII. La inobservancia a las disposiciones en materia de acceso a la 
información pública será sancionada en los términos que dispongan las 
leyes." 

Para percatarse del alcance de este derecho, es inicialmente necesario 
determinar qué se entiende por información. 

Según su concepción gramatical derivada del Diccionario de la Real Academia de 
la Lengua Española (vigésima edición, tomo II-H-Z, editorial Espasa Calpe), los 
vocablos información e informar tiene las siguientes connotaciones: 

"Información. (Del lat. Informatio, -onis) 1. Acción y, efecto de informar o 
informarse. 2. Oficina donde se informa sobre alguna cosa. 3. Averiguación 
jurídica y legal de un hecho o delito. 4. Pruebas que se hacen de la calidad y 
circunstancias necesarias en un sujeto para un empleo u honor. 5. 
Educación, instrucción. 6. Comunicación o adquisición de conocimientos que 
permiten ampliar o precisar los que se poseen sobre una materia 
determinada. 7. Conocimientos así comunicados o adquiridos." 

"Informar. (Del lat. Informare) 1. Enterar, dar noticia de una cosa. 2. Formar, 
perfeccionar a uno por medio de la instrucción y buena crianza. 3. Dar forma 
sustancial a una cosa. 4. Dictaminar un cuerpo consultivo, un funcionario o 
cualquier persona perita, en asunto de su respectiva competencia. 5. Hablar 
en estrados los fiscales y los abogados." 
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Ahora bien, la peculiaridad que distingue de manera esencial al derecho a la 
información de otros derechos intangibles, es su doble carácter que lo define 
como un derecho en sí mismo y como un medio o instrumento para el ejercicio de 
otros derechos. 

En efecto, la información tiene, además de un valor propio, un valor instrumental 
que sirve: (i) como presupuesto del ejercicio de otros derechos y (ii) como base 
para que los gobernados puedan ejercer un control respecto del funcionamiento 
institucional de los poderes públicos. 

Es de estos elementos de donde surge la noción del derecho a la información, 
mismo que, con su doble carácter, se perfila como un límite a la exclusividad 
estatal del manejo de la información y, por ende, como una exigencia social de 
todo Estado de derecho. 

Para efectos de la presente controversia constitucional, describiremos la 
naturaleza del acceso a la información desde dos puntos de vista: como garantía 
individual y como derecho social. 

1. El acceso a la información como derecho individual (garantía individual) y 
presupuesto para el ejercicio de otros derechos. 

Uno de los ejes de conceptualización del acceso a la información ha tendido a 
presentarlo como correlato de la libertad de expresión. 

En este marco, el derecho de acceso a la información cumple la función de 
maximizar el campo de la autonomía personal, posibilitando el ejercicio de la 
libertad de expresión en un contexto de mayor diversidad de datos, voces y 
opiniones, tan es así que la doctrina ha definido al derecho de la información 
como el conjunto de normas jurídicas que tienen por objeto la tutela, 
reglamentación y delimitación del derecho a obtener y difundir ideas, opiniones y 
hechos noticiables. 

La redacción del derecho a la libertad de información en la Convención Americana 
Sobre Derechos Humanos, adoptada por nuestro país en la ciudad de San José 
de Costa Rica el veintidós de noviembre de mil novecientos sesenta y nueve y 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el jueves siete de mayo de mil 
novecientos ochenta y uno, parece seguir esta idea, ya que vincula el acceso a la 
información con la libertad de pensamiento y expresión. 

En efecto, dicho instrumento internacional, en su parte conducente, expresa lo 
siguiente: 

"Artículo 13. Libertad de pensamiento y de expresión. 

"1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. 
Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir 
informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea 
oralmente, por escrito, o en forma impresa o artística, o por cualquier otro 
procedimiento a su elección. 

"2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar 
sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben 
estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar: 

"a) El respeto a los derechos o la reputación de los demás, o  

"b) La protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la 
moral públicas." 

De modo similar está redactado el artículo 19 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, abierto a firma en la ciudad de Nueva York el diecinueve de 
diciembre de mil novecientos sesenta y seis, aprobado por la Cámara de 
Senadores del Congreso de la Unión el dieciocho de diciembre de mil novecientos 
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ochenta y publicado en el Diario Oficial de la Federación el miércoles veinte de 
mayo de mil novecientos ochenta y uno. 

Dicho precepto establece lo siguiente: 

"Artículo 19. 

"1. Nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones. 

"2. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión, este derecho 
comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de 
toda índole sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito, o 
en forma impresa o artística o por cualquier otro procedimiento de su 
elección. 

"3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 de este artículo entraña 
deberes y responsabilidades especiales. Por consiguiente, puede estar 
sujeto a ciertas restricciones que deberán, sin embargo, estar expresamente 
fijadas por la ley y ser necesarias para:  

"a) Asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás. 

"b) La protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la 
moral públicas." 

Por último, en iguales términos está redactado el artículo 19 de la Declaración 
Universal de Derechos del Hombre, contenida en la Resolución de la Asamblea 
General de la Organización de las Naciones Unidas Número 217 A (III) del diez de 
diciembre de mil novecientos cuarenta y ocho, órgano internacional al que 
pertenece nuestro país desde el año de mil novecientos cuarenta y cinco (la Carta 
de las Naciones Unidas fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
diecisiete de octubre de mil novecientos cuarenta y cinco). 

La referida disposición es del tenor siguiente: 

"Artículo 19. 

"Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este 
derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de 
investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin 
limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión." 

2. El acceso a la información como derecho colectivo (garantía social). 

Un segundo abordaje de las posibilidades de conceptualización del derecho a la 
información parte de su consideración, ya no como presupuesto de ejercicio de un 
derecho individual, sino de su carácter de bien público o colectivo. 

En este sentido, la concepción del derecho de acceso a la información no se limita 
a las dimensiones de tipo individual, sino que cobra un marcado carácter público o 
social. Funcionalmente, este carácter público o social tiende a revelar el empleo 
instrumental de la información no sólo como factor de autorrealización personal, 
sino como mecanismo o andamiaje de control institucional. 

En el dictamen de la Cámara de Senadores leído en la sesión ordinaria de tres de 
noviembre de mil novecientos noventa y siete, correspondiente a la adición al 
artículo 6o. constitucional, se estableció: 

"II... En la iniciativa se propone adicionar el artículo 6o. constitucional, para 
establecer que: ‘el derecho a la información será garantizado por el Estado’. 
El propósito de esta adición corresponde al espíritu de la reforma política. 

"Si se tiende a una mayor y mejor participación de la ciudadanía en la 
representación nacional, si se responsabiliza a los partidos políticos en los 
procesos de integración de los órganos representativos, en mayor medida 
que hasta ahora; si se perfecciona el ejercicio de la democracia con mejores 
procedimientos e instituciones, resulta necesario fortalecer y hacer más 
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operante el derecho a la libre manifestación de las ideas, considerando al 
individuo no sólo como emisor, sino como receptor de conceptos y, muy 
especialmente, al grupo social que es, en el mundo contemporáneo, el 
objetivo preferente de los medios de difusión. 

"La libre expresión de las ideas es un derecho del ser humano. La 
información, que es recepción y difusión de ideas, siempre respetado por el 
Estado, adquiere, merced a la reforma propuesta, rango de obligatoriedad y, 
por cuanto se refiere a la comunidad, se amplía para comprenderse como 
derecho social. 

"El ejercicio de la democracia constituye todo un complejo social y político en 
el que participa la comunidad nacional. Este derecho sólo podrá ser 
auténtico en tanto que el pueblo disponga de la información suficiente que le 
permita llegar al conocimiento de la realidad nacional. 

"Entregar a la comunidad una información manipulada, incompleta, 
condicionada a intereses de grupos o de personas, que le vede la posibilidad 
de conocer la verdad para poder participar libremente en la formación de la 
voluntad general, es característica de los regímenes dictatoriales. El Estado 
mexicano, mediante la reforma propuesta, eleva a rango constitucional el 
derecho a la información, que es una de las bases de sustentación de la 
democracia como sistema de vida. 

"Tal derecho no puede quedar en manos de los particulares, ni de 
organismos intermedios, sino que le corresponde al Estado garantizarlo. De 
conformidad con los términos constitucionales de información no deberá 
constituir ataques a la moral, ni a derechos de tercero, ni provocar algún 
delito, ni perturbar el orden público." 

Existen evidentes vínculos entre esta concepción, una noción participativa de la 
democracia y una consideración del respeto de los derechos fundamentales como 
fuente de legitimación del ejercicio del poder. En este sentido, el acceso a la 
información pública es un derecho fundado en una de las características 
principales del gobierno republicano, que es el de la publicidad de los actos de 
gobierno y transparencia de la administración. Esta característica se explica a 
partir de los propios cimientos del ejercicio del gobierno representativo: la 
representación democrática tiene carácter temporal, y el ejercicio de funciones 
públicas en nombre de la representación otorgada por el pueblo soberano está 
abierta al refrendo o escrutinio de la población en cuyo nombre se gobierna, a 
través del voto. 

En este sentido, la publicidad de los actos de gobierno constituye el mejor factor 
de control -o bien de legitimación- del ejercicio del poder público. El acceso a la 
información sobre la cosa pública posibilita a las personas opinar con propiedad y 
veracidad contribuyendo de tal modo al debate público de las ideas que es 
garantía esencial del sistema democrático. Les permite además investigar los 
problemas de la comunidad, controlar a los mandatarios y participar en la vida 
política del Estado. 

Un principio rector en el derecho a la información lo constituye el principio de 
publicidad de la información de los organismos públicos del Estado, lo que se 
traduce en que la información pública, precisamente por ser pública, es de interés 
general, y especialmente por ser pública y de interés general puede o debe ser 
conocida por todos, excepto, claro está, la información reservada, calificada así 
en una ley, cuando de la propagación de la información puede derivarse perjuicio 
para la causa pública, la seguridad del mismo Estado o los intereses de la 
colectividad nacional. 

A pesar de la redacción de la Convención Americana, la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos -a cuya jurisdicción se sometió nuestro país desde el año de 
mil novecientos noventa y ocho- ha sostenido que la libertad de expresión tiene 
dos dimensiones, y que una de ellas es precisamente el derecho a la información, 
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la cual es piedra angular de la existencia misma de una sociedad democrática e 
indispensable para la formación de la opinión pública. 

En efecto, en la Opinión Consultiva 5/85 del trece de noviembre de mil 
novecientos ochenta y cinco, en la cual el Gobierno de Costa Rica le solicitó que 
se pronunciara sobre la interpretación de los artículos 13 y 29 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, este tribunal internacional sostuvo lo 
siguiente: 

"30. El artículo 13 señala que la libertad de pensamiento y expresión 
‘comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de 
toda índole...’. Esos términos establecen literalmente que quienes están bajo 
la protección de la convención tienen no sólo el derecho y la libertad de 
expresar su propio pensamiento, sino también el derecho y la libertad de 
buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole. Por tanto, 
cuando se restringe ilegalmente la libertad de expresión de un individuo, no 
sólo es el derecho de ese individuo el que está siendo violado, sino también 
el derecho de todos a ‘recibir’ informaciones e ideas, de donde resulta que el 
derecho protegido por el artículo 13 tiene un alcance y un carácter 
especiales. Se ponen así de manifiesto las dos dimensiones de la libertad de 
expresión. En efecto, ésta requiere, por un lado, que nadie sea 
arbitrariamente menoscabado o impedido de manifestar su propio 
pensamiento y representa, por tanto, un derecho de cada individuo; pero 
implica también, por otro lado, un derecho colectivo a recibir cualquier 
información y a conocer la expresión del pensamiento ajeno." 

En esta misma opinión consultiva la Corte Interamericana destacó la relevancia 
política de la libertad de expresión en los siguientes términos: 

"32. En su dimensión social la libertad de expresión es un medio para el 
intercambio de ideas e informaciones y para la comunicación masiva entre 
los seres humanos. Así como comprende el derecho de cada uno a tratar de 
comunicar a los otros sus propios puntos de vista implica también el derecho 
de todos a conocer opiniones y noticias. Para el ciudadano común tiene tanta 
importancia el conocimiento de la opinión ajena o de la información de que 
disponen otros como el derecho a difundir la propia." 

Con base en lo anterior, el citado tribunal, respecto del tema que nos ocupa, 
concluyó diciendo que: 

"33. Las dos dimensiones mencionadas (supra 30) de la libertad de 
expresión deben ser garantizadas (por el Estado) simultáneamente. ..." 

El derecho a la información vinculado específicamente con el acceso a la 
información pública, no surge sólo de la interpretación citada, sino que al 
relacionarse con la publicidad de los actos de gobierno y con el principio de 
transparencia de la información pública gubernamental, debe ser conceptualizado 
como instrumento indispensable para apuntalar un régimen republicano de 
gobierno. 

Este derecho resulta entonces la consecuencia directa del principio administrativo 
de transparencia de la información pública gubernamental y de la regla 
republicana de la publicidad de los actos de gobierno, y se vincula además con el 
derecho de participación de los ciudadanos en la vida pública, consagrado y 
protegido de muchas maneras por la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

Ejemplo de esta noción del derecho a la información lo constituye el llamado 
derecho a la verdad, cuyos más importantes desarrollos se han dado en relación 
con la investigación de las violaciones a los derechos humanos, en cuyo caso el 
objeto fundamental del reclamo se centra en la obtención de datos relativos a la 
conducta estatal. 
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Este Alto Tribunal ya se ha pronunciado en este tema, sosteniendo que el 
derecho a la información veraz es un derecho básico para el mejoramiento de una 
conciencia ciudadana, que contribuirá a que ésta sea más enterada, lo cual es 
esencial para el progreso de nuestra sociedad, por lo que está proscrito que el 
Estado proporcione información incompleta o falsa. Tal criterio se puede constatar 
en las siguientes tesis aisladas:  

"GARANTÍAS INDIVIDUALES (DERECHO A LA INFORMACIÓN). 
VIOLACIÓN GRAVE PREVISTA EN EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL 
ARTÍCULO 97 CONSTITUCIONAL. LA CONFIGURA EL INTENTO DE 
LOGRAR LA IMPUNIDAD DE LAS AUTORIDADES QUE ACTÚAN 
DENTRO DE UNA CULTURA DEL ENGAÑO, DE LA MAQUINACIÓN Y 
DEL OCULTAMIENTO, POR INFRINGIR EL ARTÍCULO 6o. TAMBIÉN 
CONSTITUCIONAL. El artículo 6o. constitucional, in fine, establece que ‘el 
derecho a la información será garantizado por el Estado’. Del análisis de los 
diversos elementos que concurrieron en su creación se deduce que esa 
garantía se encuentra estrechamente vinculada con el respeto de la verdad. 
Tal derecho es, por tanto, básico para el mejoramiento de una conciencia 
ciudadana que contribuirá a que ésta sea más enterada, lo cual es esencial 
para el progreso de nuestra sociedad. Si las autoridades públicas, elegidas o 
designadas para servir y defender a la sociedad, asumen ante ésta actitudes 
que permitan atribuirles conductas faltas de ética, al entregar a la comunidad 
una información manipulada, incompleta, condicionada a intereses de grupos 
o personas, que le vede la posibilidad de conocer la verdad para poder 
participar libremente en la formación de la voluntad general, incurren en 
violación grave a las garantías individuales en términos del artículo 97 
constitucional, segundo párrafo, pues su proceder conlleva a considerar que 
existe en ellas la propensión de incorporar a nuestra vida política, lo que 
podríamos llamar la cultura del engaño, de la maquinación y de la ocultación, 
en lugar de enfrentar la verdad y tomar acciones rápidas y eficaces para 
llegar a ésta y hacerla del conocimiento de los gobernados". (Novena Época. 
Instancia: Pleno. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
Tomo III, junio de 1996. Tesis P. LXXXIX/96. Página 513). 

"DERECHO A LA INFORMACIÓN. LA SUPREMA CORTE INTERPRETÓ 
ORIGINALMENTE EL ARTÍCULO 6o. CONSTITUCIONAL COMO 
GARANTÍA DE PARTIDOS POLÍTICOS, AMPLIANDO POSTERIORMENTE 
ESE CONCEPTO A GARANTÍA INDIVIDUAL Y A OBLIGACIÓN DEL 
ESTADO A INFORMAR VERAZMENTE. Inicialmente, la Suprema Corte 
estableció que el derecho a la información instituido en el último párrafo del 
artículo 6o. constitucional, adicionado mediante reforma publicada el 6 de 
diciembre de 1977, estaba limitado por la iniciativa de reformas y los 
dictámenes legislativos correspondientes, a constituir, solamente, una 
garantía electoral subsumida dentro de la reforma política de esa época, que 
obligaba al Estado a permitir que los partidos políticos expusieran 
ordinariamente sus programas, idearios, plataformas y demás características 
inherentes a tales agrupaciones, a través de los medios masivos de 
comunicación (Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, 2a. Sala, 
Tomo X, agosto 1992, p. 44). Posteriormente, en resolución cuya tesis 
LXXXIX/96 aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo III, junio 1996, p. 513, este Tribunal Pleno 
amplió los alcances de la referida garantía al establecer que el derecho a la 
información, estrechamente vinculado con el derecho a conocer la verdad, 
exige que las autoridades se abstengan de dar a la comunidad información 
manipulada, incompleta o falsa, so pena de incurrir en violación grave a las 
garantías individuales en términos del artículo 97 constitucional. A través de 
otros casos, resueltos tanto en la Segunda Sala (AR. 2137/93, fallado el 10 
de enero de 1997), como en el Pleno (AR. 3137/98, fallado el 2 de diciembre 
de 1999), la Suprema Corte ha ampliado la comprensión de ese derecho 
entendiéndolo, también, como garantía individual, limitada como es lógico, 
por los intereses nacionales y los de la sociedad, así como por el respeto a 
los derechos de tercero." (Novena Época. Instancia: Pleno. Fuente: 
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Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XI, abril de 2000. 
Tesis P. XLV/2000. Página 72). 

3. El derecho a informar y a ser informado previsto en la Constitución Federal. 

Tal como lo ha sostenido el Tribunal Pleno con anterioridad, la connotación de la 
"información" a que se refiere el artículo 6o. constitucional es la que significa 
acción y efecto de informar e informarse, es decir, ser enterado de cualquier cosa. 

De esta guisa resulta que el derecho a la información se compone de una facultad 
o atribución doble; el derecho a dar información y el derecho de recibir 
información. 

El derecho citado en primer lugar, comprende las facultades de difundir e 
investigar, lo que viene a ser la fórmula de la libertad de expresión contenida en la 
primera parte del artículo 6o. constitucional. 

La facultad de recibir información o noticia es lo que integra el segundo de esos 
derechos. 

Por tanto, el derecho adicionado en el artículo 6o. constitucional, obliga al Estado 
no solamente a informar sino a asegurar que todo individuo sea enterado de algún 
suceso, es decir, a ser informado. 

Es importante significar que la información que comprende el derecho es toda 
aquella que incorporada a un mensaje tenga un carácter público y sea de interés 
general, es decir, todos aquellos datos, hechos, noticias, opiniones e ideas que 
puedan ser difundidos, recibidos, investigados, acopiados, almacenados, 
procesados o sistematizados por cualquier medio, instrumento o sistema. 

No puede soslayarse que el Estado, como sujeto informativo que genera 
información, que tiene el carácter de pública, y supone, por tanto, el interés de los 
miembros de la sociedad por conocerla, se encuentra obligado a comunicar a los 
gobernados sus actividades y éstos tienen el derecho correlativo de tener acceso 
libre y oportuno a esa información, con las limitantes que para fines prácticos se 
pueden agrupar en tres tipos: limitaciones en razón del interés nacional e 
internacional, limitaciones por intereses sociales y limitaciones para protección de 
la persona. 

Tales limitaciones o excepciones al derecho a la información de suyo implican que 
no se trata de un derecho absoluto, y, por tanto, debe entenderse que la finalidad 
de éstas es la de evitar que este derecho entre en conflicto con otro tipo de 
derechos. 

Así, la ley que regule el acceso a cierta información, no debe ser el simple camino 
procesal de acceso a la información que garantice la libertad e igualdad en su 
recepción, sino también, el instrumento protector de aquellas materias y en 
particular de los intereses de terceros, constituyéndose así, por razones lógicas, 
en una directa y quizá la más intensa limitante posible del ámbito del derecho a 
recibir información. 

Con lo expuesto, queda claro que el propio Estado mexicano debe cumplir con las 
disposiciones para sí mismo señaladas en lo que se refiere al derecho a la 
información, por la razón central de que el Estado no se ubica por encima de la 
sociedad, y la sociedad, por su parte, se sitúa como vigilante de las actividades 
que deben cumplir los sujetos obligados de proporcionar la información, con las 
limitaciones de orden público, tales como los intereses nacionales y los de la 
sociedad, así como por el respeto a los derechos a terceros…” 

 
Dicho análisis permite afirmar que, el derecho de acceso a la información se 
constituye como un derecho humano fundamental, que por un lado asegura a 
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las personas espacios esenciales para el despliegue de su autonomía, y por 
otro gozan de una vertiente pública, colectiva o institucional que los convierte 
en piezas básicas para el adecuado funcionamiento de la democracia 
representativa.  
 
El derecho de acceso a la información se trata de libertades que tienen tanto 
una dimensión individual como una dimensión social, ya que por un lado 
permite a los gobernados buscar, recibir y difundir datos en posesión de los 
sujetos obligados, para una autorregulación personal; y por otro exige la 
publicidad de los actos de gobierno, con el objeto de vincular a los ciudadanos 
en el conocimiento y juzgamiento  de la gestión gubernamental, así como el 
desempeño de los servidores públicos. 
 
Al respecto, el “INFORME ANUAL DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE 

DERECHOS HUMANOS 2008”, consultable en la dirección electrónica 

hhttttpp::////wwwwww..cciiddhh..ooaass..oorrgg//aannnnuuaallrreepp//22000088sspp//IINNFFOORRMMEE%%2200AANNUUAALL%%2200RREELLEE%%220022000088..ppddff  (página 128, 
apartado 33), señala: 

 
“…El funcionamiento de la democracia exige el mayor nivel posible de 

discusión pública sobre el funcionamiento de la sociedad y del Estado en todos 
sus aspectos, esto es, sobre los asuntos de interés público. En un sistema 
democrático y pluralista, las acciones y omisiones del Estado y de sus 
funcionarios deben sujetarse a un escrutinio riguroso, no sólo por los órganos 
internos de control, sino también por la prensa y la opinión pública; la gestión 
pública y los asuntos de interés común deben ser objeto de control por la 
sociedad en su conjunto. El control democrático de la gestión pública, a través de 
la opinión pública, fomenta la transparencia de las actividades del Estado y la 
responsabilidad de los funcionarios públicos sobre sus actuaciones, y es un medio 
para lograr el máximo nivel de participación ciudadana. De ahí que el adecuado 
desenvolvimiento de la democracia requiera la mayor circulación de informes, 
opiniones e ideas sobre asuntos de interés público…” 

 
Luego entonces, el derecho de acceso a la información pública se convierte en 
una herramienta clave, aunque no la única, ppaarraa  iinncceennttiivvaarr  llaa  ttrraannssppaarreenncciiaa  eenn  

llaa  aaccttiivviiddaadd  ddeell  EEssttaaddoo  yy  ffoommeennttaarr  llaa  rreennddiicciióónn  ddee  ccuueennttaass.. Este derecho nace 
del sistema republicano de gobierno y su ejercicio constituye un instrumento 
esencial en el fortalecimiento de las instituciones, toda vez que contar con la 
información adecuada y oportuna conforma un elemento clave para fiscalizar a 
las autoridades en las que se ha depositado la confianza para gobernar en 
nombre del pueblo. 
 
Estos es, la rendición de cuentas abarca de manera genérica tres maneras 
diferentes para prevenir y corregir abusos de poder, dado que obliga al Poder a 
abrirse a la inspección pública, lo fuerza a explicar y justificar sus actos, así 
como lo supedita a la amenaza de sanciones. Los tres aspectos en su conjunto 
(información, justificación y castigo), convierten a la rendición de cuentas en el 
mecanismo adecuado para que todo funcionario público, no solo publicite el 
ejercicio del poder, sino también que explique de manera detallada las 
gestiones realizadas, extremo que encuentra fundamento en los artículos 6 

http://www.cidh.oas.org/annualrep/2008sp/INFORME%20ANUAL%20RELE%202008.pdf


 

 

EXPEDIENTE 00560/INFOEM/IP/RR/2012 

RECURRENTE: XXXX XXXXXX XXXXXXXX  

SUJETO OBLIGADO: AYUNTAMIENTO DE ALMOLOYA DE ALQUISIRAS 

PONENTE: ARCADIO A. SÁNCHEZ HENKEL GÓMEZTAGLE 

 

26 

 

fracción V y 5 fracción V de las Constituciones Federal y Local, 
respectivamente, que dicen a la letra: 
 

“…V. Los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en archivos 
administrativos actualizados y publicarán a través de los medios electrónicos 
disponibles, la información completa y actualizada sobre sus indicadores de 
gestión y el ejercicio de los recursos públicos…” 
 
“…V. Los sujetos obligados por la ley reglamentaria deberán cumplir con los 
requisitos generales en materia de archivos, en términos de las leyes respectivas y 
deberán cumplir con la publicación, a través de medios electrónicos, de la 
información pública de oficio en términos de la ley reglamentaria y de los criterios 
emitidos por el órgano garante…” 

 
Bajo tales parámetros es que los artículos 12 fracciones I a la XXXIII, 13 
fracciones I a la III, 14 fracciones I a la IV y 15 fracciones I a la III de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y 
Municipios, establecen un catálogo de datos que los sujetos obligados ttiieenneenn  eell  

ddeebbeerr  iinneelluuddiibbllee,,  ddee  tteenneerr  ddiissppoonniibbllee  eenn  mmeeddiioo  eelleeccttrróónniiccoo,,  ddee  mmaanneerraa  

ppeerrmmaanneennttee  yy  aaccttuuaalliizzaaddaa,,  ddee  ffoorrmmaa  sseenncciillllaa,,  pprreecciissaa  yy  eenntteennddiibbllee  ppaarraa  llooss  

ppaarrttiiccuullaarreess, lo que se denomina “información pública de oficio”. 
 

PPoorr  ccuuaannttoo  hhaaccee  aall  aannáálliissiiss  ddee  llooss  aarrttííccuullooss  4411  BBaassee  IIIIII,,  AAppaarrttaaddoo  CC,,  

ppáárrrraaffoo  sseegguunnddoo  ddee  llaa  CCoonnssttiittuucciióónn  PPoollííttiiccaa  ddee  llooss  EEssttaaddooss  UUnniiddooss  

MMeexxiiccaannooss,,  yy  1122  ppáárrrraaffoo  ddéécciimmoo  qquuiinnttoo  ddee  llaa  CCoonnssttiittuucciióónn  PPoollííttiiccaa  ddeell  

EEssttaaddoo  LLiibbrree  yy  SSoobbeerraannoo  ddee  MMééxxiiccoo, debe invocarse el artículo 64 del Código 
Electoral del Estado de México, cuyo contenido literal es el siguiente: 
 

“Artículo 64.- Los partidos políticos, al ejercer sus prerrogativas en radio y 
televisión, deberán difundir sus principios ideológicos, programas de acción, 
plataformas electorales, actividades permanentes y candidaturas a puestos de 
elección popular. 

Los partidos políticos, precandidatos y candidatos a cargos de elección popular, 
en ningún momento podrán contratar o adquirir, por sí o por terceras personas, 
tiempos en cualquier modalidad de radio y televisión. 

Ninguna otra persona física o moral, sea a título propio o por cuenta de terceros, 
podrá contratar propaganda en radio y televisión dirigida a influir en las 
preferencias electorales de los ciudadanos, ni a favor o en contra de partidos 
políticos o de candidatos a cargos de elección popular. En términos de lo 
dispuesto en el artículo 41 fracción III, inciso G) de la Constitución Federal, queda 
prohibida la transmisión en el territorio estatal de este tipo de mensajes 
contratados en el extranjero. 

Desde el inicio de las campañas electorales y hasta la conclusión de la respectiva 
jornada electoral, deberá suspenderse la difusión en los medios de comunicación 
social toda propaganda gubernamental, tanto de las autoridades estatales, como 
municipales y cualquier otro ente público. Las únicas excepciones a lo anterior 
serán las campañas de información de las autoridades electorales, las relativas a 
servicios educativos y de salud o las necesarias para la protección civil en caso de 
emergencia. 

La violación a las disposiciones establecidas en el presente artículo, será 
sancionada en términos de ley.” 
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Lo que relacionado con las disposiciones constitucionales referidas, pone en 
evidencia que durante el tiempo que comprendan las campañas electorales 
federales y locales, hasta la conclusión de la respectiva jornada comicial se 
debe suspender, la difusión en medios de comunicación social de toda 
propaganda gubernamental de los poderes federales y estatales, de los 
municipios, y cualquier otro ente público. 
 
Empero, la restricción en comento no es absoluta, ya que admite como 
excepciones de tal proscripción, la posibilidad de que se continúen difundiendo: 
 

 Las campañas de información de las autoridades electorales; 

 LLaass  rreellaattiivvaass  aa  sseerrvviicciiooss  eedduuccaattiivvooss; 

 Las atinentes a los servicios de salud; y 

 Las necesarias para la protección civil en casos de emergencia. 
 
De las premisas normativas se puede establecer válidamente que, la difusión 
de propaganda gubernamental está prohibida durante la fase de campañas 
electorales y hasta la conclusión de la jornada electoral en los procesos 
comiciales federales y locales, con la finalidad de eevviittaarr  qquuee  ssuu  ddiiffuussiióónn  iinnfflluuyyaa  

oo  ppuueeddaa  iinnfflluuiirr  eenn  llaass  pprreeffeerreenncciiaass  eelleeccttoorraalleess  ddee  llooss  cciiuuddaaddaannooss,,  yyaa  sseeaa  aa  ffaavvoorr  

oo  eenn  ccoonnttrraa  ddee  ddeetteerrmmiinnaaddoo  ppaarrttiiddoo  ppoollííttiiccoo  oo  ddee  ssuu  ccaannddiiddaattoo, en tanto el 
sistema democrático mexicano ha sido diseñado para que los poderes 
públicos, los órganos de los tres niveles de gobierno y cualesquiera entes 
públicos, observen una conducta imparcial en las elecciones. 
 
Sobre el tema de las excepciones, el Consejo General del Instituto Federal 
Electoral, emitió el Acuerdo CG57/2012, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación de veintinueve de marzo de dos mil doce, que en lo conducente 
establece: 
 

CG75/2012 

ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL 
MEDIANTE EL CUAL SE EMITEN NORMAS REGLAMENTARIAS SOBRE LA 
PROPAGANDA GUBERNAMENTAL A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 41, BASE III, 
APARTADO C DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, PARA EL PROCESO ELECTORAL FEDERAL 2011-2012, ASÍ COMO DE 
LOS PROCESOS ELECTORALES LOCALES CON JORNADA COMICIAL COINCIDENTE 
CON LA FEDERAL Y LOS PROCESOS ELECTORALES EXTRAORDINARIOS A 
CELEBRARSE EN LOS MUNICIPIOS DE SANTIAGO TULANTEPEC DE LUGO 
GUERRERO Y XOCHICOATLÁN, EN EL ESTADO DE HIDALGO Y EL MUNICIPIO DE 
MORELIA, EN EL ESTADO DE MICHOACÁN. 

ANTECEDENTES 

I. En términos de lo dispuesto en el artículo 210, numeral 4 del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, el primer domingo de julio de dos mil doce se 
celebrará la próxima Jornada Electoral Federal para renovar el Congreso de la Unión y el 
Presidente de los Estados Unidos Mexicanos. 
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II. En sesiones extraordinarias celebradas los días veintisiete de junio y diecisiete de agosto 
de dos mil once, el Consejo General aprobó los acuerdos CG193/2011 y 247/2011, por el 
que se emiten normas reglamentarias sobre imparcialidad en la aplicación de recursos 
públicos a que se refiere el artículo 347, párrafo 1, inciso c) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales en relación con el artículo 134, párrafo séptimo 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y por el que se modifica el 
acuerdo CG193/2011 en acatamiento a lo ordenado por la H. Sala Superior del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el recurso de apelación identificado con en 
el número expediente SUP-RAP-147/2011. 

III. El siete de octubre de dos mil once, el Consejo General del Instituto Federal Electoral 
celebró la sesión extraordinaria con la que se da inicio al Proceso Electoral Federal 2011-
2012, de conformidad con lo señalado en el artículo 210, numerales 1 y 3 del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

IV. En sesión extraordinaria del Consejo General del Instituto Federal Electoral, celebrada el 
quince de diciembre de dos mil once, se aprobó el Acuerdo […] por el que se aprueba el 
catálogo de estaciones de radio y canales de televisión que participarán en la cobertura del 
Proceso Electoral Federal 2011-2012, así como de los procesos electorales locales con 
jornada comicial coincidente con la federal, para dar cumplimiento al artículo 62, numeral 5 
del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, en acatamiento a la 
sentencia emitida por la H. Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación identificada con el número de expediente SUP-RAP-553/2011 y acumulados. 

V. El seis de octubre de dos mil once se recibió el oficio número SGD/097/2011, signado 
por Fernando Luis Manzanilla Prieto, Secretario General de Gobierno del estado de Puebla, 
Guillermo Jiménez Morales, Titular del Comité Ejecutivo del Comité Conmemorativo del 150 
Aniversario de la Batalla de Puebla y Fernando García Limón Subcomité de Participación 
Ciudadana, en el cual solicita se considere a la difusión de propaganda sobre la 
“Conmemoración del 150 aniversario de la batalla del cinco de mayo” a celebrarse en el año 
dos mil doce, como una excepción a las reglas sobre suspensión de propaganda 
gubernamental por el periodo comprendido del uno de marzo al quince de junio de dos mil 
doce. 

VI. Mediante oficio SNM/089/2011, de veintitrés de noviembre de dos mil once, el 
Subsecretario de Normatividad de Medios de la Secretaría de Gobernación solicitó que se 
mantuvieran como excepciones a las reglas sobre suspensión de propaganda 
gubernamental las campañas relacionadas con la Lotería Nacional para la Asistencia 
Pública; los Pronósticos para la Asistencia Pública; la promoción turística del país; el 
Servicio de Administración Tributaria; el Banco de México y el Instituto Federal de Acceso a 
la Información y Protección de Datos Personales. Asimismo, solicitó que se incluyeran 
como excepciones a las reglas sobre suspensión de propaganda gubernamental las 
campañas relacionadas con servicios educativos en materia de cultura de la legalidad, 
prevención del delito y seguridad pública; servicios educativas en materia de educación 
financiera; inicio del horario de verano y programas de educación vial en carreteras y 
autopistas. 

VII. Mediante oficio SNM/096/2011, de seis de diciembre de dos mil once, el Subsecretario 
de Normatividad de Medios de la Secretaría de Gobernación solicitó que se incluyera como 
excepción a las reglas sobre suspensión de propaganda gubernamental la campaña 
relacionada con las actividades y servicios que en materia artística y cultural lleva a cabo el 
Consejo Nacional para la Cultura y las Artes. 

VIII. En sesión extraordinaria del Consejo General del Instituto Federal Electoral, celebrada 
el quince de diciembre de dos mil once, se emitió el Acuerdo […] por el que se aprueba y 
ordena la publicación del catálogo de emisoras para el proceso electoral extraordinario en 
los municipios de Santiago Tulantepec de Lugo Guerrero y Xochicoatlán, en el Estado de 
Hidalgo, y se determina el tiempo que se destinará a los partidos políticos, identificado con 
la clave CG430/2011. 

IX. Mediante oficio SNM/004/2012, de diez de enero de dos mil doce, el Subsecretario de 
Normatividad de Medios de la Secretaría de Gobernación solicitó que se incluyera como 
excepción a las regla sobre suspensión de propaganda gubernamental la campaña 
educativa denominada “Cultura del agua, versión Nuevos Hábitos 2012”. 
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X. Mediante oficio SNM/015/2012, de veinte de enero de dos mil doce, el Subsecretario de 
Normatividad de Medios de la Secretaría de Gobernación envió la petición de la Secretaria 
de Desarrollo Social para que se incluyera como excepción a las reglas sobre suspensión 
de propaganda gubernamental, la campaña de cultura de la legalidad que tiene por objeto 
evitar la compra del voto durante las campañas electorales. 

XI. En sesión ordinaria del Consejo General del Instituto Federal Electoral, celebrada el 
veinticinco de enero de dos mil doce, se emitió el Acuerdo […] por el que se aprueba y 
ordena la publicación del catálogo de emisoras para el proceso electoral extraordinario en el 
municipio de Morelia, en el Estado de Michoacán, y se determina el tiempo que se destinará 
a los partidos políticos. 

CONSIDERANDO 

1. Que el artículo 41, párrafo segundo, Base V, párrafo primero de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos dispone que la organización de las elecciones federales 
es una función estatal que se realiza a través de un organismo público autónomo 
denominado Instituto Federal Electoral, dotado de personalidad jurídica y patrimonio 
propios, en cuya integración participan el Poder Legislativo de la Unión, los partidos 
políticos nacionales y los ciudadanos, en los términos que ordena la Ley, y que en el 
ejercicio de esa función estatal la certeza, legalidad, independencia, imparcialidad y 
objetividad son principios rectores. 

2. Que el Instituto Federal Electoral es la autoridad única para la administración del tiempo 
que corresponde al Estado en radio y televisión destinado a sus propios fines y a los de 
otras autoridades electorales, y al ejercicio del derecho de los partidos políticos, de 
conformidad con los artículos 41, párrafo segundo, Bases III y V de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; 49, numeral 5; y 105, numeral 1, inciso h) del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

3. Que como lo señalan los artículos 1, numerales 1 y 2; 36, numeral 1, inciso c); 48, 
numeral 1, inciso a); y 49, numerales 1 y 2 del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, las disposiciones del mismo son de orden público y de 
observancia general en el territorio nacional y reglamentan las normas constitucionales 
relativas a las prerrogativas de los partidos políticos, entre las que se encuentra el acceso a 
radio y televisión en los términos de la Constitución y el Código. 

4. Que el artículo 51, numeral 1 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales y 4, numeral 2 del Reglamento de Radio y Televisión en Materia Electoral 
dispone que el Instituto ejercerá sus facultades en materia de radio y televisión a través del 
Consejo General; de la Junta General Ejecutiva; de la Dirección Ejecutiva de Prerrogativas 
y Partidos Políticos; del Comité de Radio y Televisión; de la Comisión de Quejas y 
Denuncias, y de los vocales ejecutivos y juntas ejecutivas en los órganos desconcentrados, 
locales y distritales, que tendrán funciones auxiliares. 

5. Que de conformidad con el artículo 109 del código de la materia, el Consejo General es 
el órgano superior de dirección del Instituto Federal Electoral y es el responsable de vigilar 
el cumplimiento de las disposiciones constitucionales y legales en materia electoral. 

6. Que de acuerdo con el artículo 118, numeral 1, incisos i), l), w) y z) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, el Consejo General del Instituto tiene como 
atribuciones vigilar que en lo relativo a las prerrogativas de los partidos políticos se actúe 
con apego al propio código, así como a lo dispuesto en los reglamentos que al efecto 
expida; vigilar de manera permanente que el Instituto ejerza sus facultades como autoridad 
única en la administración del tiempo que corresponda al Estado en radio y televisión 
destinado a sus propios fines, a los de otras autoridades electorales federales y locales y al 
ejercicio del derecho de los partidos políticos nacionales, de conformidad con lo establecido 
en el código y demás leyes aplicables; conocer de las infracciones y, en su caso, imponer 
las sanciones que correspondan, en los términos previstos en el propio código; y, dictar los 
acuerdos necesarios para hacer efectivas las anteriores atribuciones y las demás señaladas 
en el código de referencia. 

7. Que como es del conocimiento público, durante el año dos mil doce se celebrará la 
Jornada Electoral Federal para renovar al titular del Poder Ejecutivo Federal y las dos 
Cámaras del Congreso de la Unión, así como diversas jornadas electorales locales en los 
estados de Campeche, Chiapas, Colima, Distrito Federal, Guanajuato, Guerrero, Jalisco, 
México, Morelos, Nuevo León, Querétaro, San Luis Potosí, Sonora, Tabasco y Yucatán.  
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8. Que por Resolución del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, durante el 
año dos mil doce, habrán de celebrarse procesos electorales extraordinarios en los 
municipios de Santiago Tulantepec de Lugo Guerrero y Xochicoatlán, en el Estado de 
Hidalgo y el municipio de Morelia, en el Estado de Michoacán. 

9. Que en sesión extraordinaria del Consejo General del Instituto Federal Electoral, 
celebrada el quince de diciembre de dos mil once, se aprobó el Acuerdo […] por el que se 
aprueba el catálogo de estaciones de radio y canales de televisión que participarán en la 
cobertura del Proceso Electoral Federal 2011-2012, así como de los procesos electorales 
locales con jornada comicial coincidente con la federal, para dar cumplimiento al artículo 62, 
numeral 5 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, en 
acatamiento a la sentencia emitida por la H. Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación identificada con el número de expediente SUP-RAP-553/2011 y 
acumulados. 

Dicho Catálogo en su considerando séptimo dispuso que ‘se aprueba el listado de 
estaciones de radio y canales de televisión en todo el territorio nacional, para que el 
Consejo General determine lo relativo a la suspensión de la propaganda gubernamental en 
esas emisoras durante el periodo de campañas’. 

10. Que de conformidad con los artículos 41, párrafo segundo, Base III, apartado C de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 2, numeral 2 del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales; así como 7, numeral 5 del Reglamento de Radio 
y Televisión en Materia Electoral, durante el tiempo que comprendan las campañas 
electorales federales y locales, y hasta la conclusión de las jornadas comiciales respectivas, 
deberá suspenderse la difusión en los medios de comunicación social de toda propaganda 
gubernamental, tanto de los poderes federales y estatales, como de los municipios, órganos 
de gobierno del Distrito Federal, sus delegaciones y cualquier otro ente público, salvo la 
relativa a las campañas de información de las autoridades electorales, las relativas a 
servicios educativos y de salud, o las necesarias para la protección civil en casos de 
emergencia. 

11. Que en cumplimiento a las disposiciones constitucionales y legales previstas en los 
puntos considerativos precedentes, no podrá difundirse propaganda gubernamental durante 
el periodo de campañas y hasta el día en que se celebre la jornada comicial del Proceso 
Electoral Federal, esto es, del treinta de marzo al uno de julio de dos mil doce, en la 
totalidad de emisoras de radio y televisión que operan en el país. 

Las únicas excepciones serán las campañas de información de las autoridades electorales, 
las relativas a servicios educativos y de salud o las necesarias para la protección civil en 
casos de emergencia. 

12. Que según lo establecido en el artículo 134 constitucional, la propaganda -bajo 
cualquier modalidad de comunicación social- que difundan los poderes públicos, los 
órganos autónomos, las dependencias y entidades de la administración pública y cualquier 
otro ente de los tres órdenes de gobierno, deberá tener carácter institucional y fines 
informativos, educativos o de orientación social. En ningún caso esta propaganda incluirá 
nombres, imágenes, voces o símbolos que impliquen promoción personalizada de cualquier 
servidor público. 

En este sentido, la propaganda que se transmita con motivo de las excepciones que se han 
referido en el presente Acuerdo, deberá tener carácter institucional; es decir, deberá de 
abstenerse de difundir logros de gobierno, obra pública, e incluso, emitir información sobre 
programas y acciones que promuevan innovaciones en bien de la ciudadanía. 

Su contenido se limitará a identificar el nombre de la institución de que se trata sin hacer 
alusión a cualquiera de las frases, imágenes, voces o símbolos que pudieran ser 
constitutivos de propaganda política o electoral, sin contener logotipos, slogans o cualquier 
otro tipo de referencias al gobierno federal o a algún otro gobierno, o a sus campañas 
institucionales, ni incluir elementos de propaganda personalizada de servidor público 
alguno. 

13. Que el artículo 228, numeral 5 del código electoral establece que el informe anual de 
labores o gestión de los servidores públicos, así como los mensajes que para darlos a 
conocer se difundan en los medios de comunicación social, no serán considerados como 
propaganda, siempre que la difusión se limite a una vez al año en estaciones y canales con 
cobertura regional correspondiente al ámbito geográfico de responsabilidad del servidor 
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público y no exceda de los siete días anteriores y cinco posteriores a la fecha en que se 
rinda el informe. En ningún caso, la difusión de tales informes podrá tener fines electorales, 
ni realizarse dentro del periodo de campaña electoral. 

14. Que este acuerdo tiene como finalidad garantizar seguridad jurídica, certeza, 
imparcialidad y equidad durante las campañas, y hasta el día de la Jornada Electoral, de los 
procesos comiciales federales y locales a celebrarse en dos mil doce, en la aplicación de 
las restricciones para la suspensión de la propaganda gubernamental previstas en el 
artículo 41, Base III, apartado C, párrafo segundo de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 

15. Que en sesión pública celebrada el diecinueve de octubre de dos mil once, la Sala 
Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación aprobó la jurisprudencia 
18/2011, misma que señala lo siguiente: 

PROPAGANDA GUBERNAMENTAL. LOS SUPUESTOS DE EXCEPCIÓN A QUE SE 
REFIERE EL ARTÍCULO 41, BASE III, APARTADO C, DE LA CONSTITUCIÓN 
FEDERAL, DEBEN CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE EQUIDAD E 
IMPARCIALIDAD.- De la interpretación de los artículos 41, Base III, apartado C, 
segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 2, 
párrafo 2, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, se colige 
que la restricción a la difusión en medios de comunicación social de toda propaganda 
gubernamental durante las campañas electorales tiene como fin evitar que los entes 
públicos puedan influir en las preferencias electorales de los ciudadanos, ya sea en pro 
o en contra de determinado partido político o candidato, atento a los principios de 
equidad e imparcialidad que rigen en la contienda electoral. En consecuencia, los 
supuestos de excepción relativos a las campañas de información, servicios educativos, 
de salud y las de protección civil en caso de emergencia, a que se refieren ambos 
preceptos jurídicos, deberán colmar los mencionados principios, dado que de ninguna 
manera pueden considerarse como exentos de cumplir con la normativa constitucional 
y legal en la materia. 

16. Que a efecto de conocer las excepciones a las reglas sobre suspensión de propaganda 
gubernamental a que se refiere el artículo 41, Base III, apartado C, párrafo segundo de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se deben atender los conceptos 
sobre educación, protección civil y salud que ofrece nuestra Constitución, interpretando 
dichas disposiciones de manera armónica, a fin de que convivan todas las normas y 
principios contenidos en la misma y en particular los principios de equidad e imparcialidad 
que deben regir en las contiendas electorales.  

•Supuestos de excepción relativos a servicios educativos: 

17. Que el artículo 3º, párrafo 2 y fracción II, inciso b) de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos de los Estados Unidos Mexicanos, establece que la educación 
que imparta el Estado tenderá a desarrollar armónicamente todas las facultades del ser 
humano y fomentará en él, a la vez, el amor a la Patria, y la conciencia de la solidaridad 
internacional, en la independencia y en la justicia. 

Asimismo, el criterio que orientará la educación será democrático, considerando a la 
democracia no solamente como una estructura jurídica y un régimen político, sino como un 
sistema de vida fundado en el constante mejoramiento económico, social y cultural del 
pueblo. 

Por otro lado, la educación que imparta el Estado será nacional, en cuanto a que atenderá a 
la comprensión de nuestros problemas, al aprovechamiento de nuestros recursos, a la 
defensa de nuestra independencia política, al aseguramiento de nuestra independencia 
económica y a la continuidad y acrecentamiento de nuestra cultura; asimismo, contribuirá a 
la mejor convivencia humana, tanto por los elementos que aporte a fin de robustecer el 
aprecio para la dignidad de la persona y la integridad de la familia, la convicción del interés 
general de la sociedad, así como el cuidado que ponga en sustentar los ideales de 
fraternidad e igualdad de derechos de todos los hombres y mujeres, evitando los privilegios 
de razas, de religión, de grupos, de sexos o de individuos. 

18. Que según lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley General de Turismo, la Secretaría de 
Turismo será auxiliada en materia de promoción turística, nacional e internacional, por la 
empresa de participación estatal mayoritaria denominada Consejo de Promoción Turística 
de México. La promoción de centros turísticos del país que emite el Consejo de Promoción 
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Turística de México tiene carácter informativo y de orientación sobre los diversos destinos 
turísticos de México. 

Así, se considera que la promoción nacional del país y de sus centros turísticos constituye 
una campaña de naturaleza educativa, que tiene sustento a partir del concepto integral que 
en torno a la educación proporciona el artículo 3° de la Constitución. 

Lo anterior, toda vez que la Norma Fundamental concibe la educación como una forma 
integral del ser humano, misma que no reduce a la educación que se recibe por medio de la 
actividad docente y que amplía su espectro del conocimiento social y cultural del pueblo, al 
aprovechamiento de los recursos y al acrecentamiento de nuestra cultura, siendo que de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 4º de la Constitución Federal, los aspectos 
culturales comprenden el disfrute de los bienes y servicios que presta el Estado en la 
materia, atendiendo a la diversidad en todas sus manifestaciones y expresiones; es decir, el 
conjunto de conocimientos sobre los distintos lugares, formas de vida y costumbres, entre 
otros.  

En consecuencia, resulta evidente que la promoción nacional de México, en relación a los 
lugares del país y sus destinos turísticos, se inserta en el concepto de educación, al permitir 
a la población conocer la existencia de diversos sitios de interés, por su belleza geográfica, 
importancia histórica, cultural y costumbres. 

19. Que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 1, 2 y 19 de la Ley del Servicio de 
Administración Tributaria, el Servicio de Administración Tributaria es el órgano 
desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público encargado de aplicar la 
legislación fiscal y aduanera con el fin de que las personas físicas y morales contribuyan, 
proporcional y equitativamente, al gasto público; de fiscalizar a los contribuyentes para que 
cumplan con las disposiciones tributarias y aduaneras; de facilitar e incentivar el 
cumplimiento voluntario de dichas disposiciones; y, de generar y proporcionar la 
información necesaria para el diseño y la evaluación de la política tributaria. 
Adicionalmente, tiene a su cargo la difusión de la información y orientación necesarias que 
permita crear una conciencia tributaria entre la sociedad; y, es independiente de la 
promoción de logros de gobierno. 

Así, el concepto de educación que proporciona el artículo 3° de la Constitución, comprende 
una formación integral, en la que se debe fomentar la conciencia de la solidaridad, la 
convicción del interés general de la sociedad, atender a la comprensión de los problemas y 
necesidades del país, además de considerarla como un sistema de vida fundado en el 
constante mejoramiento económico y social. 

En este sentido, se considera que los programas en torno a una cultura contributiva, se 
insertan en el concepto de educación, toda vez que se traducen en acciones tendentes a 
lograr una formación cívica que a partir del conocimiento y concientización de que el gasto 
público se destina a cubrir aquellas necesidades de la sociedad que son de interés público, 
generan una cultura de solidaridad en el cumplimiento voluntario y oportuno de las 
obligaciones fiscales, y al mismo tiempo tiene por objeto la educación del pueblo en torno al 
pago de las cargas tributarias para el sostenimiento del Estado. 

20. Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 28, párrafo sexto y séptimo de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los artículos 1 y 48 de la Ley del 
Banco de México, el Estado tendrá un banco central que será autónomo -en el ejercicio de 
sus funciones y en su administración- y que tendrá a su cargo la obtención y difusión de 
información en materia económica y, particularmente, financiera. El banco central debe dar 
a conocer al público en general la puesta en circulación, características y demás elementos 
de seguridad de billetes y monedas, así como la información relativa a servicios 
relacionados con el almacenamiento, abastecimientos, canje, depósito y retiro de los 
referidos signos monetarios. 

En este orden de ideas, se considera que la campaña de comunicación social del Banco de 
México se encuentra inmersa en el concepto de educación, proporcionado por el artículo 3° 
de la Constitución, toda vez que dicho concepto comprende el conocimiento que asegura la 
independencia de la economía nacional, así como aquella información de utilidad que 
permita contar con un sistema de vida fundado en el constante mejoramiento económico de 
la sociedad. 
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21. Que el Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos 
tiene el mandato de garantizar en el ámbito de la Administración Pública Federal, 
los derechos fundamentales previstos en los artículos 6 y 16 de la Constitución 
federal, es decir, los derechos de acceso a la información y a la protección de 
datos personales, respectivamente. En este sentido, los artículos 38 de la Ley 
Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares y 37, 
fracción XIII de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental establecen que el Instituto tiene a su cargo la función de difundir 
entre la población los derechos que garantiza. 

Que el artículo 2 de la Convención Americana de Derechos Humanos, establece el 
“Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno. Si el ejercicio de los 
derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado 
por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se 
comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las 
disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que 
fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades”. 

Que debido a la naturaleza representativa de los gobiernos democráticos, el 
derecho de acceso a la información es un derecho fundamental reconocido a nivel 
internacional por la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Pacto 
Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos, la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y la jurisprudencia de la Corte Interamericana. Por tanto, es 
un derecho de toda persona, indispensable para promover la transparencia de las 
instituciones públicas y para fomentar la participación ciudadana en la toma de 
decisiones. 

En este contexto, la campaña relativas al derecho de acceso a la información se 
encuentran vinculada con el concepto de educación, toda vez que a través de la 
misma se hace del conocimiento de la sociedad la forma de acceder a la 
información que se encuentra en posesión de las entidades públicas o de aquellas 
entidades privadas que ejerzan funciones públicas, garantizando la transparencia 
y rendición de cuentas de los instituciones y servidores públicos. 

22. Que de conformidad con lo solicitado en el antecedente V del presente Acuerdo, en 
virtud del significado que el “cinco de mayo” tiene para la historia y cultura del país, es 
pertinente exceptuar de las reglas de propaganda gubernamental las campañas educativas 
que lleven a cabo los distintos niveles de gobierno, relativa a los festejos de la 
“Conmemoración del 150 Aniversario de la batalla del cinco de mayo”, a celebrarse en el 
propio dos mil doce, y que tendrán verificativo durante el periodo comprendido del quince 
de abril al seis de mayo de dos mil doce, inclusive. 

En este sentido, la Constitución concibe la educación como necesaria para la formación 
integral del ser humano, en una visión amplia de la comprensión histórica y cultural que 
tenemos como Nación, por lo que se considera pertinente exceptuar las campañas 
educativas relativas a los festejos de la “Conmemoración del 150 Aniversario de la batalla 
del cinco de mayo”, tomando en cuenta que se trata de una campaña de fomento de la 
actividad cívica a partir del concepto integral de la educación. 

23. Que es procedente exceptuar de las reglas de propaganda gubernamental la campaña 
informativa relativa al Inicio del Horario de Verano, toda vez que dicho horario inicia el 
primer domingo de abril y el periodo de suspensión de la propaganda gubernamental tiene 
lugar a partir del treinta de marzo del presente año. En esta circunstancia, sólo habrá de 
permitirse dicha propaganda del treinta de marzo al uno de abril del dos mil doce, días en 
que se requiere una mayor difusión de dicho programa a efecto de que la población realice 
debidamente el cambio de horario. 

Cabe señalar, que uno de los fines que persigue la educación según lo establecido en 
nuestra Ley Fundamental, consiste en atender el aprovechamiento de nuestros recursos, y 
en este sentido, el programa de horario de verano tiene como objetivo utilizar con eficacia 
los recursos energéticos a través del fomento de una cultura del ahorro de energía. 



 

 

EXPEDIENTE 00560/INFOEM/IP/RR/2012 

RECURRENTE: XXXX XXXXXX XXXXXXXX  

SUJETO OBLIGADO: AYUNTAMIENTO DE ALMOLOYA DE ALQUISIRAS 

PONENTE: ARCADIO A. SÁNCHEZ HENKEL GÓMEZTAGLE 

 

34 

 

Asimismo, de conformidad con los artículos 3, 4, 5 6 y 7 de la Ley para el Aprovechamiento 
Sustentable de la Energía, el Ejecutivo Federal, en el marco del Sistema Nacional de 
Planeación Democrática del Desarrollo, incorporará objetivos y estrategias en el Plan 
Nacional de Desarrollo, para el aprovechamiento sustentable de la energía. 

Por lo anterior, en el diseño y aplicación de los programas en materia de aprovechamiento 
sustentable de la energía, se promoverá la participación social y la concertación, con el fin 
de vincular a las instituciones del sector público, a las organizaciones de la sociedad civil y 
del sector privado, a las instituciones académicas y a la población en general coordinando 
sus actividades. 

Por su parte, el programa nacional para el aprovechamiento sustentable de la energía 
deberá contener: estrategias, objetivos, acciones y metas tendientes a, entre otros, procurar 
que la población cuente con información veraz y efectiva en relación con el consumo 
energético de, entre otros, los equipos, aparatos y vehículos que requieren del suministro 
de energía para su funcionamiento. 

Por las consideraciones anteriores, se determina que la difusión del inicio del Programa del 
Horario de Verano, en los días previstos, debe de exceptuarse de la prohibición establecida 
constitucionalmente de transmitir propaganda gubernamental, pues se trata de mensajes 
meramente informativos con fines educativos tendientes a fortalecer la cultura del 
aprovechamiento y cuidado de la energía. 

24. Que según lo dispuesto en los artículos 1 y 2 del Decreto por el que se crea el Consejo 
Nacional para la Cultura y las Artes, dicho órgano tiene como atribución principal promover 
y difundir la cultura y las artes en el país. 

En este sentido, la Constitución concibe la educación como necesaria para la formación 
integral del ser humano y la misma debe atender la continuidad y acrecentamiento de 
nuestra cultura, por lo que se considera pertinente exceptuar las campañas relativas a la 
difusión de las actividades y servicios en materia artística y cultural llevadas a cabo por el 
Consejo Nacional para la Cultura y las Artes, con el fin de promover en la población la 
asistencia a dichos eventos. 

25. Que según lo dispuesto en el artículo, 84 bis de la Ley de Aguas Nacionales, la 
Comisión Nacional del Agua, con el concurso de los Organismos de Cuenca, deberá 
promover entre la población, autoridades y medios de comunicación, la cultura del agua 
acorde con la realidad del país y sus regiones hidrológicas para lo cual deberá, entre otras 
cosas, instrumentar campañas permanentes de difusión sobre la cultura del agua y 
fomentar el uso racional y conservación del agua como tema de seguridad nacional, y 
alentar el empleo de procedimientos y tecnologías orientadas al uso eficiente y 
conservación del agua. 

En este sentido, la Constitución concibe la educación como necesaria para la formación 
integral del ser humano, por lo que se considera pertinente exceptuar las campañas 
relativas a el cuidado y buen uso del agua, ya que estas actividades corresponden a la 
educación informal y contribuyen a generar y/o modificar hábitos y patrones de conducta en 
beneficio de la ciudadanía. Además, esta autoridad considera que dicha campaña, cuyo 
propósito es promover hábitos para un uso racional del agua, coadyuva a la educación de 
los niños y las niñas y complementa las acciones de educación básica en nuestro país. 

En efecto, la campaña “Cultura del Agua, versión nuevos hábitos 2012”, debe de 
exceptuarse de la prohibición establecida constitucionalmente de transmitir propaganda 
gubernamental, pues se trata de mensajes meramente informativos con fines educativos 
tendientes a fortalecer la cultura del buen uso del agua. 

26. Que el Constituyente Permanente estimó como lesivo de la democracia: a) que el 
ejercicio del poder sea usado para favorecer o afectar a las distintas fuerzas y actores 
políticos; y, b) que la propaganda gubernamental sea utilizada con fines distintos a los de 
tipo institucional, salud, educativos y de protección civil. De esa manera buscó tutelar un 
bien jurídico esencial de nuestro sistema democrático, que es que los poderes públicos, en 
todos los órdenes, observen una conducta de imparcialidad respecto a la competencia 
electoral, en virtud de la forma en que pueden influir en la ciudadanía, a partir de que se 
encuentran en una posición de primacía con relación a quienes carecen de esa calidad. De 
ahí que exceptuó aquéllos casos que, a virtud de su naturaleza, no tienen el poder de influir 
en las preferencias electorales y por tanto, de trastocar los principios de imparcialidad y 
equidad rectores de los procesos electorales 



 

 

EXPEDIENTE 00560/INFOEM/IP/RR/2012 

RECURRENTE: XXXX XXXXXX XXXXXXXX  

SUJETO OBLIGADO: AYUNTAMIENTO DE ALMOLOYA DE ALQUISIRAS 

PONENTE: ARCADIO A. SÁNCHEZ HENKEL GÓMEZTAGLE 

 

35 

 

En este sentido, la campaña de legalidad; seguridad pública; prevención del delito de 
extorsión y delincuencia organizada que se solicita exceptuar de las reglas de propaganda 
gubernamental, no encuadran en las excepciones previstas en el artículo 41, párrafo 
segundo, Base III, Apartado C, párrafo segundo de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos toda vez que no guardan relación con servicios educativos ni de salud y 
tampoco se estima necesario para la protección civil en casos de emergencia. 

Asimismo, la campaña de servicios de educación en materia financiera que se solicita 
exceptuar de las reglas de propaganda gubernamental, no encuadra en las excepciones 
previstas en el artículo 41, párrafo segundo, Base III, Apartado C, párrafo segundo de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos toda vez que no guardan relación 
con servicios educativos . 

Respecto a la campaña de legalidad que la Secretaría de Desarrollo Social solicita se 
incluya como excepción, la misma no encuadra en los supuestos previstos en los artículos 
41, párrafo segundo, Base III, Apartado C, segundo párrafo Constitucional y 2, párrafo 2, de 
la ley electoral federal para exentarla de la prohibición de su difusión, lo anterior, en virtud 
de que, por disposición legal, son las autoridades en materia electoral las competentes 17 
para difundir campañas en torno a la legalidad, imparcialidad, independencia, certeza y 
objetividad. 

Precisamente, una de esas autoridades es la Fiscalía Especializada en Delitos Electorales, 
la cual tiene a su cargo la persecución de las conductas ilícitas, entre las que se encuentra, 
la compra del voto y es esa autoridad, la que realiza campañas atinentes a evitar la 
comisión de tales acciones.   

Por lo tanto, al no encontrarse la campaña relativa a servicios educativos en materia 
financiera, seguridad pública y de prevención del delito, así como la de la cultura de la 
legalidad que la Secretaría de Desarrollo Social, dentro de los casos de excepción previstos 
en nuestra Ley Fundamental, dicha propaganda no debe quedar contemplada dentro de los 
casos de excepción a través de un acuerdo de la autoridad electoral federal, ya que se 
violentaría el principio de supremacía constitucional, al reglamentarse un aspecto no 
contemplado en la norma suprema. 

Lo anterior es así, ya que el artículo 133 de la Carta Magna, establece que la Constitución 
Federal es la norma suprema, por lo que las leyes del Congreso de la Unión y todos los 
tratados internacionales deben estar conformes con la Constitución, por lo tanto, no puede 
existir disposición legal alguna que traspase los umbrales constitucionales jerárquicamente 
superiores. 

• Supuestos de excepción relativos a servicios de salud: 

27. Que el artículo 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece 
que toda persona tiene derecho a la protección de la salud y que la ley definirá las bases y 
modalidades para su acceso. Asimismo, el artículo 73, fracción XVI de la Norma 
Fundamental establece que la autoridad sanitaria será ejecutiva y sus disposiciones serán 
obedecidas por las autoridades administrativas del país. 

Ahora bien, el concepto de servicios de salud debe entenderse como el conjunto de 
actividades que se llevan a cabo para la satisfacción de dicha necesidad colectiva de 
interés público, las cuales comprenden todos aquellos actos, medios y recursos que son 
indispensables para su prestación adecuada. 

Asimismo, el concepto atinente a la prestación de los servicios de salud en modo alguno se 
reduce a la posibilidad de recibir atención médica, ya que necesariamente abarca, entre 
otros aspectos, la planificación y control de los servicios de atención médica, salud pública y 
la asistencia social; la adopción de las medidas que sean indispensables para la debida 
prestación de los servicios médicos; la ejecución de prácticas tendentes a la conservación 
de la salud. 

28. Que, en términos del artículo 39, fracción I y III de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal, el artículo 1 de la Ley Orgánica de la Lotería Nacional para la Asistencia 
Pública y el “Decreto del Ejecutivo Federal publicado en el Diario Oficial de la Federación el 
veinticuatro de febrero de mil novecientos setenta y ocho por el que se crea la Lotería 
Nacional y los Pronósticos para la Asistencia Pública”, dichos organismos descentralizados 
de la Administración Pública Federal tienen como fin apoyar los programas y servicios de 
salud. 
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En este sentido, las campañas que llevan a cabo la Lotería Nacional y Pronósticos para la 
Asistencia Pública tienen como finalidad recabar fondos que se destinan a programas de 
servicios de salud y en consecuencia se encuentran inmersos dentro del conjunto de 
actividades que posibilitan la adecuada prestación de dicho servicio. 

29. Que de conformidad con el artículo 39, fracción I de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, corresponde a la Secretaría de Salud establecer y conducir 
la política nacional en materia de servicios médicos y salubridad general. 

En este sentido, los artículos 3, fracción XI; 162 y 163 de la Ley General de Salud, disponen 
que es materia de salubridad general la educación para la salud; y, que el derecho a la 
protección a la misma tienen como finalidad la prolongación de la vida humana. Asimismo, 
que la acción en materia de prevención de accidentes comprende la adopción de medidas 
para prevenirlos, así como el fomento de programas de educación y orientación a la 
población. 

En razón de lo anterior, es necesario exceptuar de las reglas de propaganda gubernamental 
las campañas difundidas por la Secretaría de Salud y la Secretaría de Comunicaciones y 
Transportes en materia de prevención de accidentes, así como educación vial en carreteras 
y autopistas durante las semanas previas al periodo vacacional de semana mayor, así 
como durante dicho periodo, es decir del uno al catorce de abril de dos mil doce. 

30. Que resulta necesario considerar como excepciones a las reglas sobre suspensión de 
propaganda gubernamental aquélla que para la asistencia pública emitan tanto la “Lotería 
Nacional” como “Pronósticos para la Asistencia Pública”; la publicidad informativa sobre la 
promoción turística nacional de México y de otros centros turísticos del país; la campaña de 
educación del Servicio de Administración Tributaria para incentivar el pago de impuestos y 
el cumplimiento de las obligaciones fiscales; las campañas de comunicación social del 
Banco de México con contenido educativo; la propaganda que el Instituto Federal de 
Acceso a la Información y Protección de Datos emita para difundir los derechos de acceso a 
la información y de protección de datos personales; la transmisión publicitaria de la 
Conmemoración del 150 Aniversario de la batalla del cinco de mayo; las campañas 
difundidas por la Secretaría de Salud y la Secretaría de Comunicaciones y Transportes en 
materia de prevención de accidentes; educación vial en carreteras y autopistas relativa al 
periodo vacacional de semana mayor; la campaña relativa al inicio del horario de verano; 
así como las campañas relativas la difusión de las actividades y servicios en materia 
artística y cultural llevadas a cabo por el Consejo Nacional para la Cultura y las Artes. 

Para estos efectos, no podrán incluir nombres, imágenes, voces o símbolos que impliquen 
promoción personalizada de cualquier servidor público, ni hacer referencias visuales o 
auditivas a las frases, imágenes, voces o símbolos que pudieran ser constitutivos de 
propaganda política o electoral, ni contener logotipos, slogans o cualquier otro tipo de 
referencias al gobierno federal o a algún otro gobierno, o a sus campañas institucionales, 
Dicha propaganda además deberá de abstenerse de difundir logros de gobierno, obra 
pública, e incluso emitir información sobre programas y acciones que promuevan 
innovaciones en bien de la ciudadanía. 

31. Que la emisión radiofónica denominada “La Hora Nacional” no constituye por su 
estructura propaganda gubernamental. No obstante lo anterior, en apego a las normas 
constitucionales y legales que regulan la difusión de propaganda gubernamental, durante la 
transmisión de la citada emisión radiofónica deberá suprimirse toda propaganda de 
cualquier ente público desde el inicio de las campañas y hasta el día en que se celebre la 
jornada comicial respectiva. 

Asimismo, en dicho espacio no podrán difundirse frases ni referencias al gobierno federal o 
a algún otro gobierno, o a sus campañas institucionales, ni divulgarse elementos de 
propaganda personalizada de servidor público alguno. Dicha emisión además deberá de 
abstenerse de difundir logros de gobierno, obra pública e incluso, emitir información sobre 
programas y acciones que promuevan innovaciones en bien de la ciudadanía. 

32. Que las disposiciones contenidas en el presente Acuerdo serán aplicables del treinta de 
marzo al uno de julio de dos mil doce, inclusive, a todas las emisoras que estén previstas 
en el “Catálogo de estaciones de radio y canales de televisión que participarán en la 
cobertura del Proceso Electoral Federal 2011-2012, así como de los procesos electorales 
locales con jornada comicial coincidente con la federal, para dar cumplimiento al artículo 62, 
numeral 5 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, en 
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acatamiento a la sentencia emitida por la H. Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación identificada con el número de expediente SUP-RAP-553/2011 y 
acumulados 33. Que por lo que hace a los procesos electorales extraordinarios a celebrase 
en los municipios de Santiago Tulantepec de Lugo Guerrero y Xochicoatlán, en el Estado 
de Hidalgo y el municipio de Morelia, en el Estado de Michoacán, el presente Acuerdo 
entrará en vigencia con el inicio de las campañas electorales correspondientes y será 
aplicable en todas las emisoras previstas en los catálogos de emisoras aprobados por este 
Consejo General para los procesos electorales extraordinarios en comento. 

34. Que el artículo 41, párrafo segundo, Base III, apartado D, Constitucional, establece que 
el Instituto sancionará las infracciones relativas al uso de los medios de comunicación social 
mediante procedimientos expeditos, que podrán incluir la orden de cancelación inmediata 
de las transmisiones en radio y televisión, de concesionarios y permisionarios, que resulten 
violatorias de la ley. Por esta razón, el Instituto podrá sancionar las violaciones en materia 
de difusión de propaganda gubernamental durante la campaña electoral federal y las 
campañas electorales locales con jornada comicial coincidente con la federal y hasta 
concluir la Jornada Electoral en los procesos electorales locales. 

De conformidad con lo expresado y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 41, 
párrafo segundo, Base III, apartado C, párrafo segundo de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 106, numeral 1; 108; 109 y 118, numeral 1, inciso z) del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, este órgano colegiado emite el 
siguiente: 

ACUERDO 

PRIMERO.- Se aprueban las normas reglamentarias sobre la propaganda gubernamental a 
que se refiere el artículo 41, párrafo segundo, Base III, apartado C de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, para el Proceso Electoral Federal 2011-2012, así 
como de los procesos electorales locales con jornada comicial coincidente con la federal y 
los procesos electorales extraordinarios a celebrarse en los municipios de Santiago 
Tulantepec de Lugo Guerrero y Xochicoatlán, en el estado de Hidalgo y el municipio de 
Morelia, en el estado de Michoacán. 

SEGUNDO.- Atento a los principios de equidad e imparcialidad que rigen en la contienda 
electoral y en términos de lo dispuesto en la parte final de la jurisprudencia 18/2011, emitida 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, las 
campañas de información, servicios educativos, de salud y las de protección civil en caso 
de emergencia, a que se refieren los artículos 41, párrafo segundo, Base III, Apartado C, 
segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 2, párrafo 
2, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, deberán colmar los 
mencionados principios. 

TERCERO.- Deberá suprimirse o retirarse toda propaganda gubernamental en radio y 
televisión, tanto de los poderes federales y estatales, como de los municipios, órganos de 
gobierno del Distrito Federal, sus delegaciones y cualquier otro ente público, en los 
términos y con las excepciones establecidas los artículos 41, párrafo segundo, Base III, 
apartado C, párrafo segundo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
a partir del treinta de marzo y hasta el uno de julio de dos mil doce, en las emisoras de radio 
y televisión previstas en el “Catálogo de estaciones de radio y canales de televisión que 
participarán en la cobertura del Proceso Electoral Federal 2011-2012, así como de los 
procesos electorales locales con jornada comicial coincidente con la federal”. 

CUARTO.- Deberá suprimirse o retirarse toda propaganda gubernamental en radio y 
televisión, tanto de los poderes federales y estatales, como de los municipios, órganos de 
gobierno del Distrito Federal, sus delegaciones y cualquier otro ente público, en los 
términos y con las excepciones establecidas los artículos 41, párrafo segundo, Base III, 
apartado C, párrafo segundo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
de los Estados Unidos Mexicanos y las que se aprueban mediante el presente instrumento 
a partir del inicio de las campañas electorales extraordinarias a celebrase en los municipios 
de Santiago Tulantepec de Lugo Guerrero y Xochicoatlán, en el Estado de Hidalgo y el 
municipio de Morelia, en el Estado de Michoacán y será aplicable en todas las emisoras 
previstas en los catálogos de emisoras aprobados por este Consejo General para los 
procesos electorales extraordinarios en comento. 
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QUINTO.- Se considerará que forman parte de las excepciones a las prohibiciones que en 
materia de propaganda gubernamental prevé el artículo 41, párrafo segundo, Base III, 
apartado C, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
siempre y cuando no incluyan nombres, imágenes, voces o símbolos que impliquen 
promoción personalizada de cualquier servidor público, ni contengan logotipos, slogans o 
cualquier otro tipo de referencias al gobierno federal o a algún otro gobierno o a sus 
campañas institucionales, en términos de lo previsto en los diversos Acuerdos CG193/2011 
y CG247/2011, las siguientes: 

 La propaganda que para la asistencia pública emitan tanto la Lotería Nacional 
como Pronósticos para la Asistencia Pública; 

 La publicidad informativa sobre la promoción turística nacional de México y de 
otros centros turísticos del país;  

 La campaña de educación del Servicio de Administración Tributaria para incentivar 
el pago de impuestos y el cumplimiento de las obligaciones fiscales; 

 La propaganda que el Instituto Federal de Acceso a la Información y 
Protección de Datos emita para difundir los derechos de acceso a la 
información y de protección de datos personales; 

 Las campañas de comunicación social del Banco de México con contenido 
exclusivamente educativo; 

 La transmisión publicitaria de la Conmemoración del 150 Aniversario de la batalla 
del cinco de mayo, entre el quince de abril y el seis de mayo de dos mil doce, 
inclusive; 

 Las campañas difundidas por la Secretaría de Salud y la Secretaría de 
Comunicaciones y Transportes en materia de prevención de accidentes, así como 
educación vial en carreteras y autopistas referente al periodo vacacional de 
semana mayor, misma que será transmitida del uno al catorce de abril de dos mil 
doce, inclusive; 

 La propaganda con motivo del inicio del Programa de Horario de Verano, a 
transmitirse del treinta de marzo al uno de abril de dos mil doce, inclusive; 

 Las campañas relativas la difusión de las actividades y servicios en materia 
artística y cultural llevada a cabo por el Consejo Nacional para la Cultura y las 
Artes; y 

 La campaña educativa denominada “Cultura del agua, versión Nuevos Hábitos 
2012”, a difundirse por la Comisión Nacional del Agua. 

La propaganda antes referida deberá de abstenerse de difundir logros de gobierno, obra 
pública, e incluso, emitir información sobre programas y acciones que promuevan 
innovaciones en bien de la ciudadanía, ni referencias visuales o auditivas a las frases, 
imágenes, voces o símbolos que pudieran ser constitutivos de propaganda política o 
electoral. 

SEXTO.- Durante la emisión radiofónica denominada “La Hora Nacional” deberá suprimirse 
toda alusión a propaganda de poderes públicos o de cualquier ente público desde el inicio 
de los respectivos periodos de campañas y hasta el día en que se celebre la jornada 
comicial respectiva. Asimismo, en dicho espacio no podrán difundirse logotipos, frases o 
cualquier tipo de referencias visuales y/o auditivas al gobierno federal o a algún otro 
gobierno, o a sus campañas institucionales, ni elementos de propaganda personalizada de 
servidor público alguno. 

Además, la emisión antes referida deberá de abstenerse de difundir logros de gobierno, 
obra pública e incluso, emitir información sobre programas y acciones que promuevan 
innovaciones en bien de la ciudadanía, ni referencias visuales o auditivas a las frases, 
imágenes, voces o símbolos que pudieran ser constitutivos de propaganda política o 
electoral. 

SÉPTIMO.- Podrán permanecer en internet los portales de los entes públicos, 
siempre y cuando tengan carácter informativo o de medio para la realización de 
trámites o servicios y no se emitan en los mismos logros a su favor. 
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OCTAVO.- Las normas de propaganda gubernamental aprobadas mediante el presente 
Acuerdo entrarán en vigor a partir de la fecha del inicio de la campaña electoral federal y 
concluirán su vigencia al día siguiente de la Jornada Electoral.  

Por lo que hace a los procesos electorales extraordinarios a celebrase en los municipios de 
Santiago Tulantepec de Lugo Guerrero y Xochicoatlán, en el Estado de Hidalgo y el 
municipio de Morelia, en el estado de Michoacán, el presente Acuerdo entrará en vigencia 
con el inicio de las campañas electorales extraordinarias correspondientes y concluirán su 
vigencia al día siguiente de la Jornada Electoral. 

NOVENO.- Se instruye al Secretario Ejecutivo a que notifique, por conducto de la Dirección 
Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos Políticos, el presente Acuerdo a la Dirección de Radio, 
Televisión y Cinematografía de la Secretaría de Gobernación, así como a los gobiernos 
estatales y, por su conducto, a los gobiernos municipales. 

DÉCIMO.- Se instruye al Secretario Ejecutivo a que implemente las medidas necesarias 
para la oportuna publicación de este Acuerdo en el Diario Oficial de la Federación…” 

(LO SUBRAYADO ES POR EL COMISIONADO PONENTE) 

 
Conforme al marco de referencia prescrito, debe aludirse finalmente a la 
sentencia ejecutoria de ssiieettee  ddee  mmaarrzzoo  ddee  ddooss  mmiill  ddooccee, pronunciada por la 
Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en 
relación a los recursos de apelación SUP-RAP-54/2012 y acumulados, donde 
al calificar el citado Acuerdo CG57/2012, en relación al derecho de acceso a la 
información pública, ese Órgano Jurisdiccional vertió las siguientes 
consideraciones: 
 

 “…la reforma electoral se fincó en la necesidad de fijar un nuevo marco normativo 
con el objeto de salvaguardar los principios de imparcialidad y de equidad rectores 
de los procesos comiciales. 

Al respecto, cabe recordar que la función esencial que le corresponde al Poder 
Reformador de la Constitución es detectar los síntomas o irregularidades que 
aquejan el orden social, canalizando su poder creador o transformador hacia el 
establecimiento de un marco jurídico constitucional que evite el daño o afectación 
que pudieran provocar situaciones indeseables o perniciosas en un Estado 
constitucional democrático. 

El poder que consagra el artículo 135 de la Constitución de los Estados Unidos 
Mexicanos, se traduce de esa manera en una actividad de adecuación del orden 
constitucional, que por insertarse en la cúspide del ámbito normativo, permea a las 
normas secundarias. 

Dada la trascendencia de la función modificadora de la Constitución, asume 
especial importancia la nitidez con que se logre interpretar la auténtica voluntad 
del Poder Reformador de la Constitución para contemplar la prohibición en 
comento, por ello, para una mejor comprensión del alcance de la limitación que 
nos ocupa, conviene traer a cuenta las argumentaciones esgrimidas en la iniciativa 
y dictámenes que sirvieron de base para motivar el contenido del párrafo segundo, 
del Apartado C, Base III, del artículo 41 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en los cuales se encuentra lo siguiente: 

1. En la iniciativa con proyecto de decreto para reformar diversas disposiciones de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia electoral, de 
treinta y uno de agosto de dos mil siete, se lee: 

El tercer objetivo que se persigue con la reforma constitucional propuesta es 
de importancia destacada: impedir que actores ajenos al proceso electoral 
incidan en las campañas electorales y sus resultados a través de los medios 
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de comunicación; así como elevar a rango de norma constitucional las 
regulaciones a que debe sujetarse la propaganda gubernamental, de 
todo tipo, tanto durante las campañas electorales como en periodos no 
electorales. 

Quienes suscribimos la presente Iniciativa nos hemos comprometido a 
diseñar y poner en práctica un nuevo modelo de comunicación entre sociedad 
y partidos, que atienda las dos caras del problema: en una está el derecho 
privado, en la otra el interés público. En México es urgente armonizar, con 
un nuevo esquema, las relaciones entre política y medios de 
comunicación; para lograrlo, es necesario que los poderes públicos, en 
todos los órdenes, observen en todo tiempo una conducta de 
imparcialidad respecto a la competencia electoral. 

Las garantías individuales que nuestra Constitución reconoce y consagra son 
para las personas, no para las autoridades; éstas no pueden invocar como 
justificación o defensa de sus actos tales principios. La libertad de expresión 
es una garantía individual ante el Estado; los poderes públicos no están 
protegidos por la Constitución; son las personas, los ciudadanos, a los que la 
Constitución protege frente a eventuales abusos del poder público. 

Es por ello que proponemos llevar al texto de nuestra Carta Magna las 
normas que impidan el uso del poder público a favor o en contra de 
cualquier partido político o candidato a cargo de elección popular, y 
también el uso del mismo poder para promover ambiciones personales 
de índole política. 

La tercera generación de reformas electorales debe dar respuesta a los dos 
grandes problemas que enfrenta la democracia mexicana: el dinero; y el uso 
y abuso de los medios de comunicación. 

Para enfrentar esos retos es necesario fortalecer las instituciones electorales, 
propósito que inicia por impulsar todo lo que esté al alcance del H. Congreso 
de la Unión para recuperar la confianza de la mayoría de los ciudadanos en 
ellas. 

En suma, esta Iniciativa postula tres propósitos: 

En política y campañas electorales: menos dinero, más sociedad; 

En quienes son depositarios de la elevada tarea de dirigir las instituciones 
electorales: capacidad, responsabilidad e imparcialidad; y 

En quienes ocupan cargos de gobierno: total imparcialidad en las 
contiendas electorales. Quienes aspiren a un cargo de elección popular, 
hoy o mañana, tienen legítimo derecho, con la única condición, establecida 
como norma en nuestra Constitución, de no usar el cargo que ostenten en 
beneficio de la promoción de sus ambiciones. 

La democracia no se agota en las elecciones, pero se funda en ellas. El 
proceso de Reforma del Estado está en marcha; hoy damos un paso más. 

2. El proyecto de decreto que se sometió a las distintas comisiones del Senado de 
la República, las cuales emitieron el Dictamen de las Comisiones Unidas de 
Puntos Constitucionales; de Gobernación; de Radio, Televisión y Cinematografía; 
y de Estudios Legislativos, de doce de septiembre de dos mil siete, cuyo contenido 
y en lo que al caso interesa se destaca: 

Las bases del nuevo modelo de comunicación social que se proponen 
incorporar en el artículo 41 constitucional son: 

I. La prohibición total a los partidos políticos para adquirir tiempo, bajo 
cualquier modalidad, en radio y televisión; 

II. El acceso permanente de los partidos políticos a la radio y la televisión se 
realizará exclusivamente a través del tiempo de que el Estado disponga en 
dichos medios, conforme a esta Constitución y las leyes, que será asignado 
al Instituto Federal Electoral como autoridad única para estos fines; 
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III. La determinación precisa del tiempo de radio y televisión que estará a 
disposición del Instituto Federal Electoral, para sus propios fines y para hacer 
efectivo el ejercicio de los derechos que esta Constitución y la ley otorgan a 
los partidos políticos; 

IV. La garantía constitucional de que para los fines de un nuevo modelo de 
comunicación social entre sociedad y partidos políticos, el Estado deberá 
destinar, durante los procesos electorales, tanto federales como estatales y 
en el Distrito Federal, el tiempo de que dispone en radio y televisión para los 
fines señalados en la nueva Base III del artículo 41 constitucional. Se trata de 
un cambio de uso del tiempo de que ya dispone el Estado, no de la 
imposición del pago de derechos o impuestos adicionales a los ya existentes, 
por los concesionarios de esos medios de comunicación; 

V. En congruencia con la decisión adoptada en relación al criterio de 
distribución del financiamiento público ordinario y para actividades 
específicas, se dispone que el tiempo de que dispondrán los partidos en radio 
y televisión, durante las precampañas y campañas electorales, se distribuya 
de la misma forma, es decir treinta por ciento igualitario y setenta por ciento 
proporcional a sus votos 

VI. En el Apartado B de la misma Base III se establecen las normas 
aplicables al uso de radio y televisión por las autoridades electorales de las 
entidades federativas y los partidos políticos durante las campañas 
electorales de orden local; dejando establecido que en las elecciones locales 
concurrentes con la federal, el tiempo destinado a las primeras quedará 
comprendido en el total establecido en el Apartado A de la citada nueva Base 
III; 

VII. Se establecen nuevos criterios para el acceso de los partidos políticos 
nacionales a la radio y la televisión fuera de los periodos de precampañas y 
campañas electorales, preservando la forma de distribución igualitaria 
establecida desde la reforma electoral de 1978; 

VIII. Se eleva a rango constitucional la obligación de los partidos políticos de 
abstenerse de utilizar en su propaganda política o electoral expresiones 
denigrantes para las instituciones o para los propios partidos, o que 
calumnien a las personas. De igual forma, se determina la obligada 
suspensión de toda propaganda gubernamental durante las campañas 
electorales y hasta la conclusión de las jornadas comiciales, señalando 
las únicas excepciones admisibles; 

IX. También se eleva a rango constitucional la prohibición a terceros de 
contratar o difundir mensajes en radio y televisión mediante los que se 
pretenda influir en las preferencias de los electores, o beneficiar o perjudicar 
a cualquier partido o candidato a cargo de elección popular. Se establece 
disposición expresa para impedir la difusión, en territorio nacional, de ese tipo 
de mensajes cuando sean contratados en el extranjero; 

X. Para dar al Instituto Federal Electoral la fortaleza indispensable en el 
ejercicio de sus nuevas atribuciones, la ley deberá establecer las sanciones 
aplicables a quienes infrinjan las nuevas disposiciones constitucionales y 
legales, facultándose al IFE para ordenar, en caso extremo, la suspensión 
inmediata de las transmisiones en radio o televisión que violen la ley, en los 
casos y cumpliendo los procedimientos que la propia ley determine. 

3. Por su parte en el Dictamen de las Comisiones Unidas de Puntos 
Constitucionales y de Gobernación, con opinión de la Comisión de Radio, 
Televisión y Cinematografía de la Cámara de Diputados, al proyecto de decreto 
que reforma los artículos 6°, 41, 85, 99, 108, 116 y 122; adiciona el artículo 134 y 
deroga el tercer párrafo del artículo 97 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, se advierte: 

Estas Comisiones Unidas comparten plenamente lo expresado por el Senado 
de la República: no se trata, de ninguna manera, de imponer restricciones o 
limitaciones, a la libertad de expresión. El propósito expreso de esta reforma 
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es impedir que el poder del dinero influya en los procesos electorales a través 
de la compra de propaganda en radio y televisión. Ese es el único propósito, 
que para nada afecta, ni afectará, la libertad de expresión de persona alguna, 
empezando por la que ya gozan, y seguirán gozando, los comunicadores de 
la radio y la televisión. 

En consonancia con el nuevo modelo de comunicación social postulado, se 
eleva también a rango constitucional la prohibición a los partidos políticos de 
utilizar en su propaganda expresiones que denigren a las instituciones o 
calumnien a las personas. Tal medida no puede ni debe ser vista como 
violatoria de la libertad de expresión, en primer lugar porque esa libertad no 
comprende el derecho a denigrar o a calumniar, y porque además la norma 
está expresamente dirigida a los partidos políticos, y solamente a ellos. 

Se establecen, finalmente, disposiciones a fin de que durante los 
periodos de campañas electorales toda propaganda gubernamental, de 
los tres órdenes de gobierno, sea retirada de los medios de 
comunicación social, con las excepciones que señalará la propia norma 
constitucional. 

De lo anterior, es evidente que, al modificar el artículo 41, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos se pretendió, entre otras cuestiones, 
establecer normas de rango constitucional a fin de preservar la imparcialidad de 
los tres órdenes de gobierno, y cualquier ente público, respecto de los 
procedimientos electorales. 

En efecto, la reforma en comento incorporó el deber jurídico de suspender la 
difusión de propaganda gubernamental durante el periodo de campañas 
electorales, hasta la conclusión de la jornada electoral, para evitar que esa 
propaganda beneficiara o perjudicara a un partido político o candidato. 

De esa manera, se incorporó la tutela de un bien jurídico esencial en el sistema 
democrático mexicano, consistente en que los poderes públicos, en todos los 
órdenes, observaran una conducta de imparcialidad respecto a los procedimientos 
electorales, a fin de evitar que pudieran influir en la ciudadanía, dada la calidad 
específica de poder de mando respecto de los gobernados. 

Sobre el particular, cabe exponer que en la aludida reforma se advirtió la 
necesidad de excluir de la citada prohibición, aquéllos casos específicos que por 
su naturaleza, en principio, no tienden a influir en las preferencias electorales y por 
tanto, de vulnerar los principios de imparcialidad y equidad, rectores de la materia 
electoral; de ahí que hubiera exceptuado a las campañas de información de las 
autoridades electorales, las relativas a servicios educativos y de salud, o las 
necesarias para la protección civil en casos de emergencia. 

Las anteriores excepciones tienen su razón de ser, además las cuestiones 
fácticas, necesarias y lógicas, en lo previsto en los artículos 3º, 4º, 26 y 28 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que su parte conducente 
disponen: 

… 

De las trasuntas disposiciones se advierte lo siguiente: 

El concepto de educación a que alude el precepto constitucional, comprende aquél 
que tiende a desarrollar todas las facultades del ser humano, fomentar al amor a la 
Patria y la conciencia de la solidaridad internacional, en la independencia y en la 
justicia. 

Asimismo, la educación concibe que debe ser democrática, considerando a la 
democracia no sólo como una estructura jurídica y un régimen político, sino como 
un sistema de vida fundado en el constante mejoramiento económico, social y 
cultural del pueblo; que debe ser nacional en cuanto a la necesidad de atender a 
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la comprensión de nuestros problemas, aprovechamiento de los recursos, la 
defensa y aseguramiento de nuestra independencia política y económica, así 
como la continuidad y acrecentamiento de nuestra cultura. 

Se entiende, que debe contribuir a la mejor convivencia humana, el aprecio para la 
dignidad de la persona y la integridad de la familia, la convicción del interés 
general de la sociedad, cuanto por el cuidado que ponga en sustentar los ideales 
de fraternidad e igualdad de derechos de todos los hombres, evitando los 
privilegios de razas, de religión, de grupos, de sexos o de individuos. 

Igualmente, se contempla el acceso a la cultura y al disfrute de los bienes y 
servicios que presta el Estado, determinando que tiene a su cargo promover los 
medios para la difusión y desarrollo de la cultura, atendiendo a la diversidad 
cultural en todas sus manifestaciones y expresiones con pleno respeto a la libertad 
creativa. 

… 

Hechas las precisiones anteriores, se debe analizar el acuerdo controvertido, en el 
que el Consejo General del Instituto Federal Electoral determinó que están al 
amparo de la excepción para que se transmita, la propaganda relativa a: 

… 

> Las campañas de comunicación que lleve a cabo el Instituto Federal de 
Acceso a la Información y Protección de Datos, dado el mandato de garantizar 
en el ámbito de la Administración Pública Federal, los derechos fundamentales 
previstos en los artículos 6 y 16 de la Constitución federal, es decir, los derechos 
de acceso a la información y a la protección de datos personales, 
respectivamente, asimismo los artículos 38 de la Ley Federal de Protección de 
Datos Personales en Posesión de los Particulares y 37, fracción XIII de la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental 
establecen que el Instituto tiene a su cargo la función de difundir entre la población 
los derechos que garantiza; por ende, concluyó el aludido Consejo General que es 
información vinculada con el concepto de educación. 

… 

En consecuencia, la autoridad administrativa electoral federal determinó que, en 
atención a las reglas sobre suspensión de la difusión de propaganda 
gubernamental, aprobadas en el acuerdo del Consejo General del Instituto Federal 
Electoral, identificado con la clave CG75/2012, que era necesario considerar como 
excepción a las reglas sobre la aludida suspensión, las antes precisadas. 

En concepto de la Sala Superior, el acuerdo combatido se ajusta a lo dispuesto en 
el artículo 41 párrafo segundo, base III,, apartado C, párrafo segundo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y al artículo 2, párrafo 2, 
del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

… 

En lo relativo a las campañas de comunicación que lleve a cabo el Instituto 
Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos, a efecto de difundir 
entre la población los derechos que garantiza y a los que las personas tienen 
derecho, en materia de protección de datos y acceso a la información pública, es 
conforme a Derecho argumentar que se trata de una campaña de naturaleza 
educativa, a partir del concepto integral que en torno a la educación proporciona el 
artículo 3, de la Carta Magna, por lo que también se actualiza el caso de 
excepción. 

Así, como se ha expuesto, la citada norma constitucional concibe la educación 
como un concepto integral, que no se reduce a la transmisión de conocimiento por 
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medio de la actividad docente, sino que se amplía al conocimiento social y cultural 
del pueblo, al aprovechamiento sustentable de los recursos naturales y a la 
exaltación de nuestra cultura. 

Por ende, dado el mandato de garantizar en el ámbito de la Administración Pública 
Federal, los derechos fundamentales previstos en los artículos 6 y 16 de la 
Constitución federal, es decir, los derechos de acceso a la información y a la 
protección de datos personales, respectivamente, es que la campaña del Instituto 
Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos, en tanto, de contenido 
educativo, a efecto de hacer del conocimiento de la población en general los 
derechos que garantiza, se considera amparada en la excepción. 

Además, se debe resaltar que los artículos 38 de la Ley Federal de Protección de 
Datos Personales en Posesión de los Particulares y 37, fracción XIII de la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental 
establecen que el Instituto tiene a su cargo la función de difundir entre la población 
los derechos que garantiza; por ende, si las campañas del aludido Instituto Federal 
de Acceso a la Información y Protección de Datos se circunscriben a esa materia, 
se debe entender dentro de la excepción, por ser de carácter educativo. 

También se debe destacar, que el Consejo General responsable determinó que: 
"Para estos efectos, no podrán incluir nombres, imágenes, voces o símbolos que 
impliquen promoción personalizada de cualquier servidor público, ni hacer 
referencias visuales o auditivas a las frases, imágenes, voces o símbolos que 
pudieran ser constitutivos de propaganda política o electoral, ni contener logotipos, 
slogans o cualquier otro tipo de referencias al gobierno federal o a algún otro 
gobierno, o a sus campañas institucionales, (sic) Dicha propaganda además 
deberá de abstenerse de difundir logros de gobierno, obra pública, e incluso emitir 
información sobre programas y acciones que promuevan innovaciones en bien de 
la ciudadanía". 

… 

Todo lo expuesto, permite concluir que el acuerdo impugnado es conforme a 
Derecho, en atención a que la difusión de las campañas analizadas, actualizan los 
casos de excepción a que alude el multicitado precepto constitucional. 

Cabe destacar, como se hizo en el estudio de cada uno de los supuestos de 
excepción, que el Consejo General del Instituto Federal Electoral previó que: "Para 
estos efectos, no podrán incluir nombres, imágenes, voces o símbolos que 
impliquen promoción personalizada de cualquier servidor público, ni hacer 
referencias visuales o auditivas a las frases, imágenes, voces o símbolos que 
pudieran ser constitutivos de propaganda política o electoral, ni contener logotipos, 
slogans o cualquier otro tipo de referencias al gobierno federal o a algún otro 
gobierno, o a sus campañas institucionales, (sic) Dicha propaganda además 
deberá de abstenerse de difundir logros de gobierno, obra pública, e incluso emitir 
información sobre programas y acciones que promuevan innovaciones en bien de 
la ciudadanía"; con lo cual, a juicio de esta Sala Superior la propaganda emitida se 
ajusta a la limitante prevista en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, pues quedan acotadas en cuanto a los elementos que pueden 
contener…” 

 
Bajo tales premisas es que el Comisionado Ponente arriba a las siguientes 
conclusiones: 
 

 Que conforme a la interpretación armónica de los artículos 41 Base III, 
Apartado C, párrafo segundo de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y 12 párrafo décimo quinto de la Constitución Política 
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del Estado Libre y Soberano de México, en relación al diverso 64 párrafo 
primero del Código Electoral del Estado de México; llaa  pprrooppaaggaannddaa  eelleeccttoorraall  

ccoonnssiissttee  eenn  llaa  ddiiffuussiióónn  ddee  pprriinncciippiiooss  iiddeeoollóóggiiccooss,,  pprrooggrraammaass  ddee  aacccciióónn,,  

ppllaattaaffoorrmmaass  eelleeccttoorraalleess,,  aassíí  ccoommoo  ddee  aaccttiivviiddaaddeess  ppeerrmmaanneenntteess  yy  

ccaannddiiddaattuurraass  aa  ppuueessttooss  ddee  eelleecccciióónn  ppooppuullaarr,,  ddee  llooss  ppaarrttiiddooss  ppoollííttiiccooss  

ccoonntteennddiieenntteess  eenn  uunn  pprroocceessoo  eelleeccttoorraall,,  ccoonn  eell  llaa  ffiinnaalliiddaadd  ddee  iinnfflluuiirr  eenn  llaa  

pprreeffeerreenncciiaa  ddee  llooss  eelleeccttoorreess; 
 

 Que conforme a la teología de los artículos 41 Base III, Apartado C, párrafo 
segundo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 12 
párrafo décimo quinto de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de México, en relación con lo establecido en el numeral 64 del 
Código Electoral del Estado de México; la prohibición de difundir 
propaganda gubernamental en el proceso electoral que se desarrolla en el 
presente año (desde las campañas electorales hasta el día de los 
comicios), tiene como objeto fundamental eevviittaarr  qquuee  llaa  ddiiffuussiióónn  iinnfflluuyyaa  oo  

ppuueeddaa  iinnfflluuiirr  eenn  llaass  pprreeffeerreenncciiaass  eelleeccttoorraalleess  ddee  llooss  cciiuuddaaddaannooss,,  yyaa  sseeaa  aa  

ffaavvoorr  oo  eenn  ccoonnttrraa  ddee  ddeetteerrmmiinnaaddoo  ppaarrttiiddoo  ppoollííttiiccoo  oo  ddee  ssuu  ccaannddiiddaattoo; 
 

 Que a luz de lo instituido en los artículos 6 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, y 5 de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de México, eell  ddeerreecchhoo  ddee  aacccceessoo  aa  llaa  iinnffoorrmmaacciióónn  ppúúbblliiccaa  

ccoonnssiissttee  eenn  llaa  ppeerrmmiissiióónn  lleeggaall  ddee  ttooddoo  cciiuuddaaddaannoo,,  aa  ccoonnoocceerr  yy  eevvaalluuaarr  eell  

eejjeerrcciicciioo  ddee  llaa  ffuunncciióónn  ppúúbblliiccaa  gguubbeerrnnaammeennttaall,,  ccoommoo  mmeeccaanniissmmoo  ddee  ccoonnttrrooll  

ssoocciiaall  bbaassaaddoo  eenn  eell  pprriinncciippiioo  ddee  rreennddiicciióónn  ddee  ccuueennttaass; 
 

 Que atendiendo a su naturaleza jurídica, eell  ddeerreecchhoo  ddee  aacccceessoo  aa  llaa  

iinnffoorrmmaacciióónn  ppúúbblliiccaa  ssee  eennccuueennttrraa  vviinnccuullaaddoo  ccoonn  eell  ccoonncceeppttoo  ddee  eedduuccaacciióónn,,  

ppuueess  eess  aa  ttrraavvééss  ddee  ssuu  eejjeerrcciicciioo  qquuee  ssee  hhaaccee  ddeell  ccoonnoocciimmiieennttoo  aa  llooss  

iinntteerreessaaddooss,,  ddooccuummeennttooss  ggeenneerraaddooss,,  aaddmmiinniissttrraaddooss  oo  eenn  ppoosseessiióónn  ddee  llooss  

ssuujjeettooss  oobblliiggaaddooss,,  ggaarraannttiizzaannddoo  aassíí  llaa  ttrraannssppaarreenncciiaa  yy  rreennddiicciióónn  ddee  

ccuueennttaass; 
 

 Que por encontrarse relacionado al concepto de educación, llaa  ddiiffuussiióónn  eenn  

mmeeddiiooss  eelleeccttrróónniiccooss  ddee  llaa  iinnffoorrmmaacciióónn  qquuee  ssee  pprreecciissaa  eenn  llooss  aarrttííccuullooss  1122  

ffrraacccciioonneess  II  aa  llaa  XXXXXXIIIIII,,  1133  ffrraacccciioonneess  II  aa  llaa  IIIIII,,  1144  ffrraacccciioonneess  II  aa  llaa  IIVV  yy  1155  

ffrraacccciioonneess  II  aa  llaa  IIIIII  ddee  llaa  LLeeyy  ddee  TTrraannssppaarreenncciiaa  yy  AAcccceessoo  aa  llaa  IInnffoorrmmaacciióónn  

PPúúbblliiccaa  ddeell  EEssttaaddoo  ddee  MMééxxiiccoo  yy  MMuunniicciippiiooss,,  ssee  eennccuueennttrraa  ddeennttrroo  ddeell  

rrééggiimmeenn  ddee  eexxcceeppcciioonneess  pprreessccrriittoo  eenn  llooss  aarrttííccuullooss  4411  BBaassee  IIIIII,,  AAppaarrttaaddoo  CC,,  

ppáárrrraaffoo  sseegguunnddoo  ddee  llaa  CCoonnssttiittuucciióónn  PPoollííttiiccaa  ddee  llooss  EEssttaaddooss  UUnniiddooss  

MMeexxiiccaannooss,,  yy  1122  ppáárrrraaffoo  ddéécciimmoo  qquuiinnttoo  ddee  llaa  CCoonnssttiittuucciióónn  PPoollííttiiccaa  ddeell  

EEssttaaddoo  LLiibbrree  yy  SSoobbeerraannoo  ddee  MMééxxiiccoo; 
 

 Que tratándose de lo relacionado a la información pública de oficio 
consignada en los artículos 12 fracciones I a la XXXIII, 13 fracciones I a la 
III, 14 fracciones I a la IV y 15 fracciones I a la III de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y 
Municipios; nnoo  ttiieennee  ssuusstteennttoo  llaa  ssuussppeennssiióónn  ddee  llaass  ppáággiinnaass  wweebb  ddee  llooss  

ssuujjeettooss  oobblliiggaaddooss  ((ppoorrttaalleess  ddee  iinntteerrnneett)),,  ccoonn  eell  aarrgguummeennttoo  ddee  qquuee  ssee  ttrraattaa  

ddee  pprrooppaaggaannddaa  eelleeccttoorraall; y 
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 Que en todo momento y no solo en procesos electorales, llooss  ssuujjeettooss  

oobblliiggaaddooss  ssee  eennccuueennttrraann  ccoonnssttrreeññiiddooss  aa  tteenneerr  ddiissppoonniibbllee  eenn  mmeeddiioo  

eelleeccttrróónniiccoo,,  ddee  mmaanneerraa  ppeerrmmaanneennttee  yy  aaccttuuaalliizzaaddaa,,  ddee  ffoorrmmaa  sseenncciillllaa,,  

pprreecciissaa  yy  eenntteennddiibbllee  llaa  ““iinnffoorrmmaacciióónn  ppúúbblliiccaa  ddee  ooffiicciioo””, cumpliendo con lo 
señalado en el párrafo octavo del artículo 134 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, que a la letra dice: 

 
“Artículo 134.-… 
… 
La propaganda, bajo cualquier modalidad de comunicación social, que 
difundan como tales, los poderes públicos, los órganos autónomos, las 
dependencias y entidades de la administración pública y cualquier otro ente 
de los tres órdenes de gobierno, deberá tener carácter institucional y fines 
informativos, educativos o de orientación social. En ningún caso esta 
propaganda incluirá nombres, imágenes, voces o símbolos que impliquen 
promoción personalizada de cualquier servidor público…” 

 
Por tanto, no es permisible que los sujetos obligados suspendan la difusión en 
medios electrónicos de la “información pública de oficio”, con fundamento en 
los artículos 12 párrafo décimo quinto de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de México, en relación al diverso 64 párrafo primero del 
Código Electoral del Estado de México; pues además de que el deber de 
publicar los indicadores de gestión y el ejercicio de recursos públicos, se 
encuentra elevado a rango constitucional (artículos 6 fracción V y 5 fracción V 
de las Constituciones Federal y Local, respectivamente), tal actividad se 
constituye ccoommoo  mmeerroo  aaccttoo  ddee  ppuubblliicciiddaadd que de ninguna manera tiende a 
influir en el proceso electoral actual, dado que no conlleva la propaganda de 
principios ideológicos, programas de acción, plataformas electorales y/o 
actividades de los candidatos a puestos de elección popular, tan es así que el 
punto  SEPTIMO del Acuerdo CG57/2012, emitido por el Consejo General del 
Instituto Federal Electoral, se establece:  
 

“…SÉPTIMO.- Podrán permanecer en internet los portales de los entes públicos, 
siempre y cuando tengan carácter informativo o de medio para la realización de 
trámites o servicios y no se emitan en los mismos logros a su favor…” 

 
Se ilustra el anterior criterio con el contenido de la Jurisprudencia 18/2011, 
adoptada por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, en sesión pública celebrada el diecinueve de octubre de dos mil 
once, cuyo rubro y texto se transcriben a continuación: 

 
“PROPAGANDA GUBERNAMENTAL. LOS SUPUESTOS DE EXCEPCIÓN A 
QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 41, BASE III, APARTADO C, DE LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL, DEBEN CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE 
EQUIDAD E IMPARCIALIDAD.- De la interpretación de los artículos 41, base III, 
apartado C, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; y 2, párrafo 2, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, se colige que la restricción a la difusión en medios de comunicación 
social de toda propaganda gubernamental durante las campañas electorales tiene 
como fin evitar que los entes públicos puedan influir en las preferencias electorales 
de los ciudadanos, ya sea en pro o en contra de determinado partido político o 
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candidato, atento a los principios de equidad e imparcialidad que rigen en la 
contienda electoral. En consecuencia, los supuestos de excepción relativos a las 
campañas de información, servicios educativos, de salud y las de protección civil 
en caso de emergencia, a que se refieren ambos preceptos jurídicos, deberán 
colmar los mencionados principios, dado que de ninguna manera pueden 
considerarse como exentos de cumplir con la normativa constitucional y legal en la 
materia.” 
 

Consecuentemente, en el caso concreto resulta evidente que la suspensión de 
la página web de EL SUJETO OBLIGADO, conlleva el desacato las 
disposiciones contenidas en los artículos 12 fracciones I a la XXXIII y 15 
fracciones I a la III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública del Estado de México y Municipios. 
 
En mérito de lo expuesto y fundado, este Órgano Garante del derecho de 
acceso a la información 

 
R E S U E L V E 

 
PRIMERO. Por los razonamientos asentados en los considerandos II, III y IV de 
la presente resolución, es procedente el presente recurso de revisión y 
fundadas  las razones o motivos de la inconformidad aducidos por EL 
RECURRENTE. 
 
SEGUNDO. Acorde a los términos establecidos en el considerando V de esta 
determinación, se ordena a EL SUJETO OBLIGADO  lo siguiente: 
 

1. Entregue a EL RECURRENTE a través de EL SICOSIEM, copias digitales 
de las cuentas públicas correspondientes a los ejercicios fiscales dos mil 
nueve y dos mil diez; 
 

2. Presente al Comité de Información a través de la Unidad de Información, el 
proyecto de clasificación de la información relativa a la cuenta pública del 
ejercicio fiscal dos mil once; 
 

3. El Comité de Información emita la resolución que corresponda; y 
 

4. Notifique a través de EL SICOSIEM a EL RECURRENTE, la resolución de 
clasificación de información respectiva. 

 
TERCERO. Remítase a la Unidad de Información del SUJETO OBLIGADO, vía 
EL SICOSIEM, para su conocimiento y efectos legales procedentes. 
 
CUARTO. Notifíquese a EL RECURRENTE y hágase de su conocimiento que 
en caso de considerar que la presente resolución le causa perjuicio, tiene a su 
alcance el juicio de amparo de conformidad a lo señalado en el artículo 78 de la 
Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México 
y Municipios. 
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ASÍ LO RESUELVE POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL PLENO DEL 
INSTITUTO DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, EN SESIÓN 
ORDINARIA DE FECHA DOS DE MAYO DE DOS MIL DOCE.- CON EL 
VOTO A FAVOR DE ROSENDOEVGUENI MONTERREY CHEPOV, 
PRESIDENTE, MIROSLAVA CARRILLO MARTÍNEZ, COMISIONADA, 
MYRNA ARACELI GARCÍA MORÓN, COMISIONADA, FEDERICO GUZMÁN 
TAMAYO, COMISIONADO CON AUSENCIA JUSTIFICADA EN LA SESIÓN Y 
ARCADIO ALBERTO SÁNCHEZ HENKEL GÓMEZTAGLE, COMISIONADO, 
SIENDO PONENTE EL ÚLTIMO DE LOS NOMBRADOS; ANTE EL 
SECRETARIO TÉCNICO IOVJAYI GARRIDO CANABAL PÉREZ. 

 
 

EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA Y ACCESO  
A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS 

 
 
 
 

ROSENDOEVGUENI MONTERREY 
CHEPOV 

PRESIDENTE 

MIROSLAVA CARRILLO MARTÍNEZ 
COMISIONADA  

 
 
 

                                                                           AUSENTE EN LA SESIÓN 
MYRNA ARACELI GARCÍA MORÓN 

COMISIONADA 
FEDERICO GUZMÁN TAMAYO 

COMISIONADO 
 

 
 

 
 

ARCADIO A. SÁNCHEZ HENKEL 
GÓMEZTAGLE 
COMISIONADO 

 
 
 
 

IOVJAYI GARRIDO CANABAL PÉREZ 
SECRETARIO TÉCNICO 

 
ESTA HOJA CORRESPONDE A LA RESOLUCIÓN DEL DOS DE MAYO  DE DOS MIL DOCE, 
EMITIDA EN EL RECURSO DE REVISIÓN CON NÚMERO DE EXPEDIENTE 
00560/INFOEM/IP/RR/2012. 


